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l. INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo pretende poner d~ 
manifi esto la unponancia que en la so­
Ciedad actual tiene la libertad de expre­
stóu del pen~amien to, la~ ideologías y 
el hcdto religioso y d io, que atiende al 
ejercicio individual de lo~ d~r~chos y 
1 ibertades puesto en conexión con la 
actividad que se desarrolla en una em­
presa periodística que nene como obje­
to 'urnini~trar biene. o servicios que 
presentan un importaute compouente 
ideológico. 

La libertad. derecho que correspon­
de a todo hombre en base ¡¡ su propia 
humanidad y naturaleza y por el hecho 
de su nacimiento. fue el fundamento y 
contenido de las primeras Declaracio­
nes de los Derechos del Hombre y el 
Ciudadano. como tendremos ocasión de 
ver en el apunte histórico de la evolu­
ción de lo' derecho' fundamentales en 
el primer capítulo del presente trab<tio. 

Ahora bien, las proclamaciones de 
ciertos valores del tipo de «libertad>>, 
«igualdad•, etc .. aunque pretendan ser 
plenamente normativas contienen un 
grado tal de abstracción que no resultan 
excc ivameme operativas en la prácti­
ca. Así. la declaración genérica de li­
bertad del tipo de la realizada en el 
an. l.l. de la vigente Cun,ti tución Es­
pañola. «España ~e conMituye en un 
Estado social y democníticu de derecho. 
que propugna como valore~ superiores 
de su ordenamiento jurídico la libertad, 
la justicia, la igualdad y el pluralismo 
jurídico•. en sí misma conuJromete a 

muy poco. Por ello, en nuestros siste­
mas jurídicos se ha optado por una téc­
nica legislativa en matena de libertades 
públicas que, partiendo de una procla­
mación genérica de libertad «trocea>> un 
conjunto de libertades. Un ejemplo de 
ello es el catálogo de derechos y liber­
tadc~ recogidos en el artfculo 15 y si­
guientes de la Constitución Espailola 
(Sección 1'. Capítulo 11). 

Y de entre aquéllos se analizará en 
este trabajo el art.l6 C.E. que reconoce 
y garantiat la libenad ideológica. reli-

giosa y de culto de !u' individuos y las 
comunidades. Esta protección en el Oti ­
gen de las ideas. huérfana de tratamien­
to en nuestra tradición +constitucional. 
como se c.~pr~ará en las siguientes no­
tas históricas. discurre desde el ejerci­
cio individual del régimen de libertad 
en favor del ciudadano. admitido en el 
artículo l. l. C. E., que va alentando la 
expresión ideológica, hast.1 el ejercicio 
colcctivu, cuya promoción está exigida 
en el art. 9.2. C.E. con expreso manda­
to a los poderes públicos para que en 
los gntpos se realice el ejercicio más 
efectivo posible de la libertad individual. 

Siendo importante la protección del 
foro interno del pensamiento. ideología 
y creencias, también, y de una forma 
nuís generosa en la plasmación positi­
va, nuestrd tradición constitucional ha 
recalado sistemáticamente en los dere­
chos de expresión y publicación de 
ideas. Y por ello, nos detendremos en 
el análisis de los derechos y libertades 
en juego cn este proceso de exterioriza­
ción ideológica y se pretende renexio­
nar sobre el contenido material de la li­
bertad de expresión y el derecho de in­
formación garantizados y protegidos en 
nue~tro vigente texto constitucional en 
el an. 20. 1 .. en fa\·or de los individuos 
y de los grupos sociales privados. Y en 
lo que a estos últimos respecta, especial 
referencia a las empresas periodísticas 
de información. constitmdas al amparo 
del derecho reconocido en el an. 38 C. E. 
y. u signiticación como sujetos en los 
que reside un libre y efectivo ejercicio 
del hecho ideológico, y que se proyecta 
en los distintos medios de comunicación 
e información (prensa, audiovisuales, 
nuevas tecnologías), con un producto 
desti nado al ciudadano y que junto a 
contenidos informativos suele presentar 
una importante dosis de componentes 
ideológicos. 

Sin adelantar la calificación de este 
tipo de empresas. de una fom1a rotun­
da, como organizaciones expresivas de 
una ideología, o en la concepción mo­
denta de «empresas de tendencia>>, tér­
mino acuñado por el derecho alemán 
(«Tendenzbetriebe») se pueden prescn-



tar realmente conflictos en el ejercicio 
de las libenades en juego en los proce­
sos de expresión, bien sea debilitando 
el contenido sustancial del derecho a la 
infonuación. ya elaborado por la doc­
trina jurisprudencia! y científica y del 
que es legítimo titular el ciudadano y 
especialmente el consumidor de produc­
tos de información, o bien. aquellos 
otros conflictos en el seno de estas em­
presas respecto a los derechos y liberta­
des de sus profesionales. 

Sobre estas cuestiones pretenden tra­
tar los capítulos que completan el pre­
sente trabajo. del cual han surgido 
interrogantes y reflexiones, sin una cla­
ra conclusión en ocasiones, de lal suer­
te que, si existen algunas contribucio­
nes. tendrán la forma de propuestas que 
puedan alentar futuros esfuerzos de in­
vestigación científica. Por lo demás, c.sla 
introducción no debería de prolongarse 
más de lo necesario, pues bien vale en 
este punto citar al poeta Fernando 
PESSOA, quien expresaba, en relación 
con la justicia o bondad del contenido 
de sus escrito que ... «el único prefacio 
a una obra es el cerebro de quien la lee». 

ll. DERECHOS Y LffiERTA­
DES FUNDAMENTALES. 
PRECISION SOBRE LOS 
QUE INTERVIENEN EN 
LA EXPRESION IDEO­
LOGICA' 

l. Breve introducción acerca del pro­
ceso de positivación de los derechos 
fundamentales 

El origen de los derechos fu ndamen­
tales se cimenta en los derechos de li­
bertad. Este término aparece en Francia 
hacia el aiio 1770 en el marco del movi­
miento político y cultural que condujo 
a la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del ciudadano de 1789. 

Sus raíces filosóficas las podemos 
encontrar en la doctrina estoica que pro­
clamaba la unidad universal de los hom­
bres o en la afirmación cristiana de la 

igualdad esencial de todos los seres hu­
manos ante Dios.~ 

Y. señalando pensadore~ claves en 13 
evolución histtSriea de los derechos fun­
damentales. citaremos a LOCKE, defen­
sor de la Jibenad de pensamiento y la 
tolerancia. lo~ derechos naturales a la 
vida. libertad y propiedad, lines priori­
tarios de la <;oc iedad ci~il y prmcipio 
legitimador básico de la forma de go­
biemo. 

Para garantit<tr la libertad, el ciuda­
dano emite un consenlimiemo libre a 
través de un «eonrratn soc ial», <;osticnc 
J.J. ROUSSEAU. y en él se encuentra 
la justi ficación de toda forma de poder. 
Voluntad Ge neral que hoy en el E~tado 
Moderno legitima el origen de los po­
deres del E'tado. 

Los derechos de libertad se han pre­
sentado como origen y Üllldam~ nto de 
todos los demás. Para E. K.AI\1. todos 
los derechos natu rales ·e comprendían 
en el derecho a la libertad, en cuanto 
que ésta puede coexistir con la libertad 
de los demás, según una ley uni versal: 
«Tal derecho corresponde a todo hom­
bre en base a Sil propia humanidad». 

L:t libertad cumo derecho del hom­
bre por naturaleza y por el hecho de su 
nacimiento, resulta ~cr d contenido de 
las primeras Declaraciones Norteame­
ricanas (Declaración de Independencia. 
Bill of Right~ del Buen Pueblo de Vil ­
ginia, ambas de 1776) y 6stas. así como 
determinados documentos de la Europa 
continental destinados a reconocer la 
tolerancia y la libertad religiosa (Paz de 
Augsburgo 1555 y la Paz de Westfalia 
de 1648) ejercieron una influencia di­
recta sobre la «Declaración de los De­
rechos del Hombre y de l Ciudadano>> de 
1789. cuyo texto insiste en el carác ter 
universal de los derechos consagrados. 
Si bien en línea con los presupuestos 
individualístas burgueses. se establecen 
derechos de 1 ibertHd. prupiedad, segu­
ridad y resistencia a la opresión. pero 
no se incluyen ni la libertad de religión 
ni la de asociar.:iún .' 

' Para un c•tudJO máo dcialludo ;o­
bre "''" apnnndo. pu~dcn consul ­
lan.c· M.ARTOLA. Dcdtzmuo11es 
) Dfrt<h(ls dtll"""brt. Real Acack:­
min de la Hi,lo ria.Madnd 1982; 
J.GONZALE7 AMl'CHATCGUI, 
Actrca dtl on¡¡en de la Dcc/aracwn 
tlt ¡,_, Dttetlws dtllwmbrt y clrl 
cw dadmoo A. D. H. n• 2- 1 '18.l; A . 
TRUYOL SERRJ\. ws Durcho> 
Hwnm1o~ ~~~ per ... ptt'lirn lliftónca, 
Vol Coloctivo. rv JomrodJ' de Prof. 
D.! 0°. lntcmactonnl y Rclac10n~ 

lntcrnacionale:. - ni ve1 , ¡dad de 
Granada. t9HO: G. PECES-HAR­
BA MARTINEZ y E. FF.RNAN­
DEL GARCtA. li/.<torw dt los V t­

udws Fmulamc11falrs. Tnmo 1 -
Trán•tto a In modcrnrdad ('iglos 
XVI y XVII)- Madrid 1998 .. N aLa­
río GONZALE7. Los DtrtrhN 1/u­
mwws ti/ la Hiltorw . Rcllutcrra. 
Untva'iidnd Aulónoma do B:trceto­
nn Scrvci de Publk:tciou .... Bruce· 
lonn- 199K: A. MON !'ORO, !;nl>rr 

el jJllJ<:r!iu de pmitw(uiúrl de h•l De 
rtchos firmrmrns. I'.D. n• 11. 19S4. 

' Vicl. FGAL INDO. Frmdmntn 
wcuin frlm6fim ele los Dutrlws 
rwulamrnralt's ,n la CE dl' 197R. 
\ol:.>l.Culccthuncnrgodc M. RAMÍ­
RE7: .. t.:,turi ro' <obr~ In CE d~ 
1978". Librería Pórtrco. Zar:rgoü r 
1979. 

'Vid. J GON7.AL EZAMUCHAS­
TEGUI. rlcum cltl orige11 ... .. (op. 
cil) 
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' En la Cou;uución d~ la Segunda 
Repllbllca hpañoln. y haJ'' el epí­
gmf,· .<Derecho') Dcbcrc' de lo> E:.­
p.tñole'" ,. n:cogfan d catálogn de 
l o~ dcrct:ho:, fundamcnlltlc~ y :,u:, 
gammia, . (An,. 25 a 50 del Tftuln 
lll). 

, Pueden con .. uharlic los tc:<lo, cons­
lllUCIOD.Iie'>. emre ot1a" obra!t. en : 

Mannno UARANAS P!::.LAEZ.IA.< 
Cmr.Hituciom•j Eurupt'!IL Editora 
Nacton:ol. Modrid. 

' Acerca d~ la relación entre la') 
cn:cnc1a~ rdigm:,us y la violencia en 
un apnnr e m:io;; acru\11. Vid . E. 
5CIIILLEBEECKX. R•ligi611 y l'iu· 
INtcm Conc1fium Rcví ... ta lntl.!m:\ 
cionnl de Tculugm. n° 273. 
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Los derechos del hombre van sien­
do ampliados con un importante conte­
nido democrático, l'Omo es el ca~u de la 
Constitución francesa de 1791. pues re­
conocl' lo; derechos al trabajo, a la pro­
tección frente a la pobreza y a la educa­
ción, pero siempre dentro de una mar­
cada ideología indi vidualista. 

Frente a ella, surgirá la reivindica­
c ión de los llamados derechos econó­
micos y sucillks Lomando como Carla 
el <<Manifiesto Comunista" de Marx y 
Engels y la Declaración del Pueblo Tra­
bajador y Explotado. promulgada en la 
U.R.S.S. en 1918. La cual. frente a las 
Declaraciones burguesas ignoraba el 
rccono~:imiento de cualquier derecho 
individual. 

En el tránsito del Estado liberal al 
Estado Socia l de Derecho. el estatuto 
de los derechos fundamentales se reco­
ge en la Constituc ión de Weimar de 
1919. texto inspirador durante largo 
tiempo de las Canas Constitucionales de 
algunos países. Así. nuestra Constitu­
c ión Republicana de 1931'. la francesa 
de 1946. la ital iana de 1947 y la Ley 
Fundamental de la República Federal de 
Alemania de 1949. 

Esta tendencia de conjugar las liber­
tades de contenido demoerá!icu con los 
derechos económicos y culturales se 
reforzó en Constituciones mas recien­
tes, como la de Grecia de 1975. Portu­
gal de 1976 y en nuesrro país, la Cons­
ti tución de 1978.5 

2. El der-echo a la lihcrtad ideológica 
y religiosa. 

2.1. Evolución y forlliulaciones corlsli­
rucionales. 

La libertad r.le conciencia surge en la 
historia como un r.lebate entre la imposi­
ción forzosa de WHI creencia o la prohi­
bición fo rzosa de mantener una creen­
cia. Este no es otm sino el debate en los 
siglos XVI y XVG en Europa y en las 
colonias inglesas de la costa atlántica de 
l\orteamérica, que en su origen se pre-

senta. no tanto como el ideal de defen­
der la conciencia libre frente a interfe­
rencias del poder temporal o espiritual, 
cuanto un recurso último, para restable­
cer la paz civil en unas sociedades rotas 
y divididas por las guerras de religión, y 
con la finalidad ewnómica de restable­
cer el comercio y atender a los requeri­
mientos de la burguesía de los negocios." 

En lodo caso. la reivindicación ini­
cial de la autonomía de la conciencia 
presenta unas características que inte­
resa resaltar a los efecros de esta sinop­
sis histórica. Así. su naturaleza de dere­
cho autónomo que pretende la no-inter­
ferencia de otras persona~ o grupos en 
ese derecho a adorar a Dios de acuerdo 
con el dictado de su conciencia, y refe­
rida a su conciencia religiosa. puesto que 
nu comprendía a los ateos ni a los parti­
darios de una ética laica. Y se plantea 
frente al Estado y frente a las grandes 
Iglesias (católica, luterana, calvinista, o 
anglk:ana) y tanto fre nte a la solución 
de la Paz de Augsburgo como a los es­
tados confesionales que perseguían a las 
demás confesiones; puesto que el Esta­
do no es sujeto de la fe. ni puede orien­
tar a la conciencia, ni la Iglesia puede 
imponer la fe con la ayuda de aquél a 
ningún ciudadano. Así se recogía en el 
Edicto de Nantes de 1.598- an. XXII y 
xxvm-por cuanto la libcnad de con­
ciencia se configuraba como un dere­
cho a no tener interferencias en las de­
cisiones individuales y de no sufrir dis­
criminación por causa de religión. 

Se consagran pon iltimo, los derechos 
a lh !Jlut.tli..U 1...";\U::-1 mt u{; .._UI! U ~ü'ul l.tU u{;­

NanteS, Acta de Tolerancia de Maryland 
de 1.649 y Normas Fundamentales de 
Carolina de 1.669) y el de existencia de 
confesiones distintas de la mayoritaria 
(la llamada Religión Reformada en el 
Edicto de \'antes, las Iglesias Estatales 
del art. 95 del Cuerpo de Libertades de la 
Bahía de Massachussels), reconocidos 
no obstante todavía con limitaciones y 
cortapisas, y con evidentes cont:radiccio­
nes. como la que suponía en las Normas 
Fundamentales de Carolina, considerar 
a la lglesia de Inglaterra como la única, 
verdadera y recta religión nacional, y la 



persecución del ateo. que pudiera ser por 
ello condenado a muerte (Acta de 
Mar}land). pcrder:.u ciudadanía. o 1er­
~c impedido o discriminado para el ac­
ccwn los Cargos públicos (Nom1as Fun­
damcntalc~ de Carolina). 

Encontramo. otros textos de los pri 
meros tiempos tales como las Conce~ io­

ncs y Acuerdo de West Ncw Jerse1 
( 1677) que son 11111)' l iberal~ y rccon;­
cen una amplia libertad de concicnciJ. 
tanto para pensar en libertad como para 
la practica del culto religioso. 

Por último. en cuanto a estas nota~ 
introductoras sobre el origen del dere­
cho que venimos exan1inando, >ubt a}ar 
la ineludtble condición htstórica de la 
libertad de conciencia. ideológica y re­
ligiosa como una realidad que surge ) 
se desarrolla en el mundo moderno. por­
que al igual que se ha expuesto respec­
to a la evolución histórica de los dere­
chos fundamentales. este derecho es 
impensable en el mw1do antiguo y nte· 
dieval, entendido al menos como liber­
tad jurídica. como cauce de oreaniza­
ción a través del Derecho y de 'atribu­
ción de derechos a los indi1·iduos que 
en ella se insertan. 

En lo que respecta a nuestro país. 
apuntamos nhnra algunos datos históri­
cos, con e1pecial énfasis en el proceso 
de reconocimiento constitucional de la 
libet1ad ideológica y religiosa. 

La situación durante los tres siglo> 
que van de la Reforma hasta la Revolu­
ción Francesa fue oficialmente hostil 
respecto a fó rmulas de reconciliación 
religiosa. El mantenimiento de l~s co­
ordenadas teológico-política · del impe­
rio. como instrumento de orgnniwción 
social, aboc~ba a una excluyente 
homogeneización intema en el plano 
religioso. 

No obstante, cabe resaltar dos impor­
tantes contrapuntos; por una parte. el 
manteuimieuto de criterios de toleran­
cia de algunos de nuestros pensadores 
humanistas. Entre ellos destacamos la 
figura del teólogo valenciano F. Furió i 
Cerio! ( 1532-1592) que propugna la 

tradu~ción de la B iblra a 1;1\ kngual> 
nacionales. pnr lo que fue ac:u;adu de 
lu tcran i~n10 y 4ue en e l plano político 
llegó a n10qHtrl>C pat tidario. ) n'í lo 
expresó en ;u obra, de untmpcrio el> pa­
ñol ha.,ado en una 0 1 gani nH;iún federal, 
en IJ que cada territorio con,cn aní u 
estructura con~titucinna l propia, ~Ul> le­
)'C\ y fuero>. De olt a. la clcfcn-.a de los 
derechos del homhr.:, tic L1 lilx:nad. ) 
de la tolerancia rcligto'a de lm, habitan­
tes de los territorio' dc-.cuhieno, en el 
i\uevo Continente. que .J~ut111rán en el 
~igloXVl Bat1olom.: de l.b Ca.~m,, Fr:m­
Cisco Vitoria. Domingo Sotn, Francis~:o 
Suaret y en genera l la~ E' cuel as 
Teológicas de Salamanca y Coimbra. 

El reconoctnuento Jurídico de la li­
b~rtad de conciencia y rel i¡!IO,a en nue,. 
tro constitucionalismo. di.,curriría. en 
r~,umcn y a grandes ra>go.,, de.,de la 
confc;,ionalidad C>tatal más absoluta. 
después matizada por una den:~ tole ran­
cia. exclusivamente pri va da para otras 
religiOnes: breves paré ntc>i' de no 
confestonalidad y plena libertad religio­
sa. para llegar ha-.ta e l pleno teconuci­
mtcnto ) protcccitin de la lihellad reli­
giosa de la Con\titución de 1.978. que 
arrinconó dcf111 it ivamentc la masiv:t 
confesionalidad del régimen franqmsta. 

Este proceso descrito está unido fn­
timamcnte al tratamiento de las relacio­
ne;, entre la Iglesia y el Estado. una cues­
tión que excederfa con mucho. el obje­
to del presente trabajo. No obstante, tra­
taremos seguidamente de lijar lo con­
tenidos de las Constituciones Españo­
las al respecto del derecho func.Jamenwl 
que venimos tratando, ya que é>te. 'í e> 
un aspecto nuclear, en tanto en cuanto 
el tratamiento de MI e1olución histórica 
nos permitirá enriquecer el debate so­
bre d contenido cid an. 16 de la Cons­
tilllción E;pañola en relación con la ex­
pre~ión libre del pensamiento de conte­
nido ideológico o religioso.• 

- Una completa confesionalidad esta­
tal fue t: l> tatuida en la Cart a de 
Bayona de 6 de Julio de 1.808, que a 
pesar de no llegar a tener vigencia, 
recogía en su artículo 1 la siguient~ 

expresión: «La religión católica, 

~.n rdJctoo ,·on IJ ddcn\.1 de lo• 
d~r~ocho' del ht'lll,ra: c.•n c~t:t ~up.1 
rcn:kenh, ta. pueden con~ull.m,c. 
cnt¡~ otn,, IJ' .,. ~Uiente' obra\ 
BARTOLmtr DE LA5 CA AS. 
llrtw<rnw rdncum dt (a d~_,/lliC· 

<1011 d<' /u.\ tm/111< C'olc~ctón C'l:l· 
'\h,:o~t del Prn,.mucuto. &1 Tccno-.. 
J.GOTI OH.t>I-'<Al\A, ll~/ Fra1t1do 
dr Tvrrf• •ill~• u/.1 do<tmra ddv• 
d~rtcii(H hutt.aruH dt l'rmr. isuJ 
\·itorirl. \ 'attO<t.>!td.l999. Jo.,¿ Lui' 
\Bcll \1'\. //r•lrmll tld Pm<n· 

nllt'nW ¡. \/J(IfltJI. r..d. f-"'P3'W. MJ\ 
ORtO t'l'ln tpJS'· l9h 2tl t l >\,,. 
mt:,ulo. <k' n:u..:nlc ,t¡xui¡¡,' l()ll, . J. ~t 
O i _\AN11~~GLAYt ¡,R, Fl<~ll< r.l· 
t o dt Vrtnrrtt. prrcurmr dttl Den· 
d l fJ dt lu ur]<nmm rcm Mn.dnd 
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apostólica y romana en España y en 
todas las posesiones cspa1iolas será 
la religión del rey y de la nación y 
no se pennitir.í ninguna otra». 

- La Constitución Liberal de 1.812 se 
reafirma en el sentido anteriormente 
cxpuc~Lo , no sólo por la absoluta 
confesionalidad. proyectada en todos 
los órdenes. smo por la exclusión de 
cualquier otra religión. a través de 
su prohi bición cxpre;a (arts. 47, 11 7. 
173 y 249). 

- Cicrtn inicio en el proceso de reco­
nocimiento jurídico de la libertad de 
conciencia y de religión se ohserva 
en nuestra Constitución de 1.837. 
pues. junto a su resonancia teológica: 
«la nación se obliga a mantener el 
culto, y los ministros de la religión 
católica que profesan los españoles» 
(art. 11 ). desaparece el veto expreso 
a los cultos no católico .. 

- Las Constitucionel de 1.845. 1.856 
y 1.876, aún con retorno~ a la 
confesionalidad del Estado comien­
zan a implantar un principio de tole­
rancia exclusivamente privada para 
otras religiones. Tomaremos como 
ejemplo el art. 14 de la Consti tución 
de 1.856, en el cual se declara: <<la 
nación se obliga a mantener y prote­
ger el culto y los ministros de la reli­
gión católica que profesan los espa­
lioles; pero ningún español, ni ex­
tranjero, podní ser pen.eguido por sus 
opiniones o creencias religiosas 
miemras no los manifiesten por ac­
tos públicos contranos a la religión». 

- En el siglo XIX hay un solo y breve 
parénLe<;is de n~H:onfesiunalid~d del 
E~tado y de plena libenad religiosa, 
que se abre con la Constitución post­
revolucionaria de l.S69 y se cierra 
~;on la fallida de la Primera Repúbli­
ca en 1.873. Es en aquella Con.ltitu­
ción donde por primera vez en nue>­
tra historia constitucional se contem­
pla el ejercicio de la libertad religio­
sa (an. 21), en una situación paritaria 
respecto a las religiones no católicas. 

- El proyecto de Constitución de la 1 
República ( 1.873) abandonó la po­
sibilidad de una progresiva configu­
ración pacífi ca del principio de liber­
tad religiosa y recae en una separa­
ción Iglesia-Estado, quizás fruto de 
resabios laicistas. y. junto a la liber­
tad de culto (an. 34) y la estricta se­
paración señalada (art. 35). prohibe 
al Estado federal, los Estados rcgio­
nab y los Municipios, sub\'encio­
nar directa u indirectamente ningún 
culto (art. 36). 
En este proyecto consti tucional, ade­
m~s de configurar un Estado ideoló­
gicamente neutral, se protege no sólo 
la libertad de conciencia para profe­
sar una u otra religión. sino también 
la libertad de no profesar ninguna 
religión y el derecho de toda perso­
na al libre ejercicio de su conciencia 
(art. 2"). en una expansión importame 
de Clotc derecho hacia el reconoci­
miento de otras actuaciones concre­
tas del foro interno de la persona. 
como es. por eJemplo. el derecho a 
la difusión de las idea_' por medio de 
la enseñanza. 

- La Constitución de la ll República 
(1.93 1) consuma. radicalmente. el 
proceso de neutralización ideológi­
Cil hacia un concepto puramente no 
religioso de libertad de conciencia. 
Al margen de valoraciones en el pre­
sente tratamiento histórico conslilu­
cional sobre el an ti cleri c~t l ismo y 
cnf1cntamicntus con la Iglesia Cató­
lica. se reconocen en aquella Cons­
titución las libenades de pensamien­
tn .v ""'nrPJ:inn ~'"~' e: u e: tli.~;;t intQ~ fo r­

ma> (art. 34) y concretamente, la li­
bertad de conciencia y la libertad re­
ligiosa para todas las confesiones e 
ideologías (arts. 25 y 27). 

- Por último. el1égimen franquista. pre­
senta una masiva confesionalidad, 
qu~ se expresa en el an. 6 del Fuero 
de los Españoles: ~la profesión y la 
práctica de la religión católica, que 
es la del Estado Español, gozará de 
la protección oficial. No se permiti­
rán otrns ceremonias ni maní festacio­
ncs externas que las de la religión 



católica.» Fruto del tratamiento que 
recibían las relaciones entre el Esta­
do y la Iglesia. se pre. enta el Princi­
pio ll de la Ley de Principios Funda­
mentales del Movimiento de 17 de 
Mayo de 1.958: "el acatamiento a la 
Ley de Dios. según la doctrina de la 
Santa lgles1a Católica, Apo tólica y 
Romana. única, verdadera y fe in e­
parable de la conciencia nacional que 
i n~pira su legislación>•. 
Para tutelar públicamente el derecho 
civil a la libertad religiosa, en el pe­
ríodo de la dictadura fmnquista, se 
aprueba la Ley de 28 de Junio de 
1.967, que era más bien una ley to­
lerante y que vio la luz a causa de las 
teorías e indicaciones del Concilio 
Vaticano 11. En cuanto a u texto, en 
el que la libertad religiosa y de con­
ciencia no tuvieron una nítida diotin­
ción conceptual, traemos aquí la '"­
!oración formulada por el profesor 
LOMilARDIA al decir: «la ley Cl.­

pañola de Libertad Religiosa de 
1.967, pe.~ e a la gran dc~ igualdad de 
estatutos jurídicos que mediaban. 
entre el otorgado a la Iglesia Católi­
ca por el ordenamiento y el que en la 
Ley en cuestión se daba a las dcmá 
confc;ioncs, reconocía~ l~s minorías 
católicas un régimcu de libertad reli­
giosa, ciertamente 110 amplio. pero 
con plcm1s garautías jurídicas y no 
mas rc~t ringido que el tratamiento 
que el Derecho Clipañul tic la época 
daba a lo~ d~más derecho• civiles».9 

2.2. Consitleraciones acerca del cnme· 
nido del art. /6 CE: Una aproxrma­
crórt al proceso de expresi611 ideoló­
gica. 

Este derecho fundamental se encuen­
tra recogido en nuestro texto constitu­
cional en el art. 16, a partir del cual en 
su pri mer apartado «SC garantiza la li­
bertad ideológica, religiosa y de culto 
de los individuos y de las comunidades, 
sin más limitaciones que la necesaria 
para el mantenimiento del orden prote­
gido por la ley». 

Esta formulación constitucional pre­
senta una inclusión unitaria no exenta de 

juiciob rClipecto a la oportunidad y co­
herencia material y formal dr c;-.pre~r 
en una misma norma (a panado primero 
del an. 16 c.E. ) rcalid ,tdr~ diferente\ 
como wnla libertad de pensamtcnto. la 
ideológica, la rcügio~a y la de culto. 

Esta unidad de tratamiento en el h.:xtu 
constitucional es la que igualmente li­
guraen el art. 18 de la O.:clamción Uni­
versal de Derechos Humanos de In~ 

Naciones Unida~ de 1 O de Diciembre ele 
1.948. en donde ~e afirma: «toda pe1 'o­
na tiene derecho a la libertad de pen~a­
miemo, de conciencia, y de religitín ... ». 

No se pretende tanto en e h: apru1a­
do, delimitar lo n:ligio~o u lo ideológi­
co, puesto que. por otra parte, tampoco 
la ley. la jurisprudencia y la doctrina 
encuentran una plena e inequf\'(x:a con­
formidad, como el tratar Je con\em r que 
existe un derecho real. no simbólico. nt 
de contenido ab~tracto al ejercicio libre 
del pensamiento. y que en el plano d.: la 
acción se man ifiesta externamente por 
cualquier medio. 

Con independencia de la~ difit:ul­
tades que pueda pre~entar la fonnula­
ción constitucional del art. 16. interesa 
convenir, asimi~mo, que existe una con­
sideración unitaria de la libertad y de su 
dinamismo, tanto en la ~:onccpción de 
una realidad humana y ética de compor­
tamientos y de relaciones (pl;mo religio­
so), como en un programa de pensa­
miento (plano ideológico). y de una in­
munidad de la persona frente n una exi­
gencia declarativa. 

En un intento de discrimmar In ter­
minología del art. 16 .1. C.E .. ve m o~ que 
en él se expresa en primer lugar In li­
bertad de pensamiento. Esta tiene por 
objeto el conjunto de ideas. conceptos y 
juicios que el hombre tiene sobre las dis­
tintas realidades del mundo y de la vid<!. 

Para lean RIVERO, la li bertad de 
pensamiento es la posibi lidnd que tiene 
el hombre de escoger o elaborar autóno­
man\ellle las respuestas que considere 
acertadas a los interrogantes ele su vida 
personal y social, de adaptar a las mis-

Pedro LOMOARDIA. Prfud~n­

lrJ tirl IJuuhn l:.'cll'>IIIStl<'U Úptl­

'"'' Pampton• t980- (p.ig 169) 
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llla~ su comportamiento y de comunicar 
a lo~ demás lo que estime verdadero. 

El pensamiemo también como la lla­
mada «autognosis». conocimiento de sí 
mismo. Renexión en el sen todo en el que 
DILTHEY elaboró este concepto en su 
día recogiendo un impulso que proce­
día de SOCRATES: «nosce te ipsum" 
(conócete a ti mismo) y que en el pen­
sador alemán supone el conocimiento de 
las condiciones de la conciencia median­
te la' cuales se efectúa la ele\·ación del 
espíritu a su autonomía. 

Este término de lihcrtad de pcn~a ­

miento se recoge en los arts. 16 y 20 de 
la C.E. En el primero bajo la expresión 
lihertad ideológica, en su primer apao­
tadu. y como una posibilidad de formar­
se cada persona su propia cosmol'isión. 
El art. 20. por su parte. reconoce y pro­
tege lu~ derechos a «expresar y difun 
dir libremente los pensamientos. ideas 
y opiniones, mediante la palabra. el es­
crito. o cualquier otro medio de repro­
ducción ... ». E.stc propio artículo vudv~ 
~obre el mismo contenido, pero explici­
tando las formas de expresión y, JlO'>tC· 
riormente. en sus apanado, suce~i­

vo.;. en cuanto a la creación intelec­
ltml. artística y ciemílica. a la libertad 
de cátedra. y al nivel de expresión que 
. e r~pre~cnta en el plano activo, en el 
derecho a comunicar e informar a tra­
vés de medios de difusión. 

En cuanto a la libertad de <·oncicn­
cia. no aparece claramente recogida en 
el texto del precepto consti tucional que 
venimos examinando. Esta viene a ga· 
ranti1ar aouel ámbito de la racionaliclad 
de la persona que hace referencia al jui­
cio moral sobre las propias acciones y a 
la actuación en conformidad con aquél. 
A lude al elemento ético u de compro­
mi o de la actuación personal con las 
propias convicciones; la coherencia en­
tre pensamiento y pautas de coonport:!· 
miento. Si bien no se recoge en el tenor 
literal del an. 16.1 de la C.E., no sería 
lógico plantear una laguna constitucio­
nal habida cuenta de la fuerza expansiva 
del contenido de la libertad que presen­
ta nuestro texto constitucional y de la 
vía interpretativa que nos ofrece el an. 

10.2 del mismo al respecto de los textos 
internacionales declarativos de derechos 
humanos y en los cuaJe~ se hace c:,pc­
cial referencia a la libertad de pensa­
miento, de conciencia y de religión. 

Si la libertad de pcn~mnienlo permi­
te formular una respuesta autónoma a 
lm mrerrogan1es del mundo y de la \'ida. 
la lihertad de conciencia constituye la 
proyección de nuestras creencias. de 
nuestra ideología, en relación con nues­
tra propia t:unducta. Como expone 
E.STEIN: <<In libertad de conciencia se 
relicre a las conviccionc~ de cada indi­
viduo sobre la conducta moralmente 
debida, protegiendo las convicciones de 
los individuos de las consecuencias que 
llOdrían sufrir por comportarse de acuer­
do con >us creencias». 

En lo que a nuestro estudio concier­
ne. a saber. la expre. i6n del pensamien­
to. o dicho de otro modo. pretender en­
coonrar la dimensión jurídica de la con­
cienciaen la. múltiples faceta~ que adop­
ta ' u c~tcrioritac iún. podemol> con' enir 
con la formulación que :1 este rc:,pecto 
propone el profesor Gregorio PECES­
BARBA en no:mtomanifie,taque lo que 
el derecho puede proteger no es la «caja 
negra>> donde se generan las creencias 
hum:mas. ni tampoco lo que denomina 
libertad moral (libertad liberación. como 
meta, lin. o ideal del hombre¡. sino tan 
solo el camino que conduce desde la una 
a la otra, puesto que el orden JUrídico se 
inscribe en el marco de las relaciones 
socialei>. cuando la conciencia se mani­
fiesta .. e «exteo iorita• e incide en un 
ámbito relacional tiene sentido que el 
01:occnu la poutcJa o m ocgurc. 

Respecto a la idemificación de la li­
bertad religiosa podcmo~ señalar algu­
nas delinicioncs de distintos autores. 
Así, para !van C. IBAN la libenad reli­
gio~a es el «derecho radicalmente indi­
vidual en virtud del cual todo sujeto 
puede decidir en libertad acerca de cual 
es el fin de su presencia en la historia y 
actuar en coherencia cun tal decisión>>. 
Para CARD!A <<l:o libertad religiosa es 
el derecho :1 l:o formación crítica de la 
propi:t conciencia», y para BELLI NI es 



«la garantía jurídica de la plena fac ul­
lad de cada hombre de esforzarse en el 
programa de desmullo de la propia per­
sonalidad moral y cí~ica•". E'l:l~ defi­
niciones. mc1den en plurales sentidos y 
otorgan a la llbe1tad religiosa una fun­
ción que excede del marco del Derecho 
para in~ertarlo en el ámbuo de la liber­
tad moral del hombre. 

El concepto jurídico como derecho 
fundame ntal en que se consliluye la li­
benad religiosa, es el que tiene por ob­
jeto la fe cumu acto. y la fe como con! e­
nido de dicho acto, junto a la pníctica 
de la religión en todas sus manífesl:l­
ciones, pública o privada~. 

Por úlumo. señalar rcspcclo a la con­
cepción de libertad rcligíos;t que nues· 
tro textucunsli tucional y que luego ana­
lizaremos, nu presenta una disunc16n 
explícita entre el principio de libertad 
rehg1osa y el derecho fundamental a la 
libertad religio a. que ~in embargo se 
encuenlra presente en la lcgi~lación ecle­
~iástica de mngu inferior a la Comlitu· 
ción y en la ley Orgánica de Libertad 
Religiosa 7/80. de 5 de Julio. e pecial· 
mente en el párrafo segundo de su arl. ¡o 
que se dedica claramente al priuci¡¡io de 
igualdad rcl igio~a o no-di~cri minación 

ame la ley por motivos religiosos y enun­
cia su contenido de manera sintélica. 

Ya ccntr.mdo la atención en el pre­
ccplo constitucional. el art. 16.1 C.E. 
ganulliLa.junto a la libertad ideológica, 
la religiosa y de Cllltu de los indi,·ic.luos 
y la~ comunidades. ~in rna~ lirnilación. 
en sus manifestaciones que la necesaria 
para el mantenimienlo del orden públi­
co protegido por la l ey. Y, a pesar de la 
vacilación de su apartado primero enrre 
libertad ideológica y li llertad religiosa, 
el texto del citado artículo va decantan­
do todo su con1enido hacia la libenad 
relacionada con el hecho religioso, y en 
su número tercero lo entiende unido a 
las confesiones, esos grupos de hombres 
en los que la idea del culto a Dios es 
consustancial con su origen y fi nalidad. 

Respecto a las limitaciones a las li· 
benades reconocidas en el precepto que 

,·cnimos analizando. l:t Comtuución 
Española establece un límite gcnénco 
que supone vagas refcJcncw,, al ~c iia­

lar expre:.amcnte ..... ~in m á-. lunitacion 
en MI\ manifl!l.tac!one'. que la> nece\a­
ria' para el manteninucnto del orden 
público protegido por la le}"· Por 'u 
parte, la ley Org.ím~a de Libertad Re­
ligiosa -7/80 de 5 de Julio- tampoco 'e 
ha 1110\lrado muy congruente en la for­
mulación de los límite> a e .. te derecho. 
c~tableciendo é t o~ en: <<In protcccJón 
del derecho de lo demá>. al cjc1 de in de 
Sll5 hbertade~ pública~ y dcrcd1o' fun­
danlentales, a~í como la salvaguard1a de 
la seguridad, la >alud y la moralidad 
pública, elementos con~titul!vo~ del or 
den p(Jblico protegido por la Le} ...... 
(art .. 3.1.) .Fómmla basada en las con­
tenidas. tamo en el art 9.2 del Convc-
1110 turopeo para la Protección de los 
Derecho' Humano~ y Libertauc' l·un­
damentab (Ruma 4 de O\'lernbrc de 
1.950) como en el :u t. 1 !1 n• 3 del Pacto 
lntcrnaciunal d~ Derecho Ci \ i le' ~ Po­
líticos de 19 de Diciemb1 e de 1.966.1 

los limite; que 'e exp1c,an. desde 
el recogido en el 1cxto constilllcion:~ l 

en ;u cláusula de rcmi>icín genérica al 
mantenimiento del orden público pro­
tegido por la ley y Jo de lo; Tratado~ 
Internacional de Derechos 1 !u manos 
rcseliados, pre cntan una dificultad de 
convención 1écnica y por su ambigUe­
dad e inde1erminación pud1cran ser Mls­
ceptibles de vaciar el contenido de los 
derechos reconocidos en el anículo 16 
C.E. E.sta posibilidad queda 'ah aguar­
dada por una parte con la garantía de 
inmunidad de conciencia exprc .. ada en 
el art 16.2. C. E. :«nadie podrá ;er obli­
gado a declarar sobre <u ideología y 
creencia ».y por la prohibición de ejer­
cer una discriminación a lo individuos 
y/o sus comunidades por su pensamiento 
(ámbito interno) o por su expre&ión al 
decidir en libertad un posicionamiento 
rebgioso o moral. El conten ido de la li­
bertad religiosa, en este úll imo sentido 
deberá de relacionarse eslricta111entc con 
el principio de igualdad y de interdic­
ción de la discriminación que queda 
garantizado en el an. 14 de la Constitu­
ción Espaiiola." 

' !XfinK1 l\IIC' wmada, de G. PE· 
Cl ~ ll \Ril \ . 'IRuntJ< ft'f/ui<>n~• 
~otJr,· Id liht rtod tdL·,•Iu~-:Jca ..... (op. 

tll ) 

' \'Id CODtGO INTER:",'\CIO 
Al OF 01-RFCHOS llll\1 ,\ ­

NOS Cumcmanu') Jun,rru<J•·n 
' " f·d Col~\ (1' edición! 1997 

45 



' Al rc$pec!o de In tnc lu>16n de la 
expresión "orden público". convie­
ne ~ei1dlarque el te:~ lo definitivo del 
3n. 16 CE no recogiÓ. ucert(u/wmm· 
l e, la propuesta del Proyec1o que 
úmcamcmc hablaba de "vrdcn pú­
bhco protegido por la ley·· y que co­
me id la con la Dcchtruc•ón del Vati 
cano 11 >obre lihcnart religiosa. por 
lo que aquélla fórmula fij ada en el 
texto del Proycc1o de - mantener el 
orJ cn público - podrin inducir a pen­
sar en un orden público de lipc clá­
sko o polu.::iul mu:, que en un princi­
pio i n~pirador del ordenarnicnto ju­
rídico. 
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Por o1ra parte. participando de las 
tCl>is del profesor fBAN, no sería desea­
ble en materia de lihcrtades ptibl icas, que 
la técnica legislativa, pretendiendo do­
tar de mayor eficacia práctica, realice 
más concreciones que puedan suponer 
posibles limi1aciones «nuevas» al con­
tenido pleno de la libertad, y en concre­
to a la libe rtad ideológica y religiosa. 
Por ello. no debemos tomar la fórmula 
genérica del orden público como cláu­
sula discrecional, sino como un concepto 
jurídico indeterminado estrictamente 
sometido al control jurisdiccional. Por 
todo e llo, nos parece más acertado que, 
en el ámbito de los derechos fundamen­
tales y en especial los reconocidos en el 

· arl. 16 CE, se utilicen los criterios 
interpretativos a la luz del art. 10.1 de 
h• Conslitución Española: (<<la dignidad 
de la persona. los derechos inviolables 
que le son inhe.rentes, el libre desarrollo 
de la personalidad, e l respeto a la ley y 
a los derechos de los demás, son funda­
mento del orden público y de la paz so­
c ial>• ). Y ello porque las libertades re­
conocidas en el art. 16. C. E .. que ata­
ñen a aspectos esenciales de la persona, 
no parece que hayan de quedar restrin­
gidas por criterios que hacen referenc ia 
a la salubridad. seguridad y moralidad 
pública, que además de la ya apuntada 
dificultad de convención técnica. en su 
ambigliedad e indeterminación pudieran 
ser susceptibles de vaciar de contenido 
los derechos que comprende. 

Esta configuración técnico jurídica 
de los derechos fundamentales procede 
inicialmente, como ya quedó apuntado 
.e.o .la .iULrodtu:cióo _cl.e la .evnluúño lt~'­
tórica de este capítulo, de la filosofía 
naturalista de la Ilustración en la que las 
libe rtades públicas se configuraron 
como derechos subjetivos fren te al 
& lado. Estos de rechos innatos imponen 
un ámbito de libre delerrninación indi­
vidual completamente exento del poder 
del Estado, al que se le impone una obli­
gación de abstención, en lo que la doc­
triJta ha confi gurado como la categoría 
ele los derechos-autonomía en la ya fa­
mosa caracte rización de BURDEAU. 
En ellos se intentan liberar de las fun­
ciones y coacciones del poder a las es-

feras de determinación puramente pri­
vadas y mediante la definición de di­
chas esferas como Hmite absoluto a la 
acción del poder en cualquiera de sus 
formas. De esta manera, la parte de la 
existencia individttal no sujeta a la au­
toridad del grupo. resultaría una liber­
tad individual plenaria e inviolable de 
determinación 

La libenad ideológica y religiosa es 
el paradigma supremo de estas catego­
rías de las libertades dominadas por la 
regla de la abstención y la incocrcibi­
lidad del Estado, de los poderes ptíbli.­
cosen general y en los que lambién debe 
incluirse a los individuos y grupos 
institucionales y sociales privados, a los 
que igualmente alcanzan las obligacio­
nes señaladas de abstención y no-dis­
crintinación para ~a lvaguardar el ejer­
cicio efectivo del hecho ideológico y 
religioso, y de importancia considera­
ble en el ámbito de la actividad empre­
sarial, y en especial en las empresas de 
información y comunicación. 

2.3. La titularidad en las libertades del 
arr. 16 CE: Referencia especial a los 
sujetos que protagonizan la activi­
dad informmiva. 

En cuanto a los sujetos del derecho 
fundamental estudiado y a lo., efectos 
de iucidir en el objeto del trabajo, inte­
resa poner de numificsto la relevancia 
que tiene la intervención de los sujetos 
activos (individuos y comunidades) en 
el ejercicio de la expresión libre del he­
cho ideológico y religioso en empresas 
d.e infonuación y comuuicac.ión.y aQLI.C­
llos sujetos pasivos frente a quienes se 
dirige la protección constitucional. 

Al tmtar de los sujetos aclivos de 
este derecho fundamental, interesa des­
tacar que en cpanto a la capacidad jurí­
dica de las personas naturales no se plan­
tea ni ngún problema especial. Cabe 
mencionar que se trata de un derecho 
humano no limitado por tanto únicamen­
te a los ciudadanos españoles, ya que 
del texto del art. 16 no se puede obtener 
especificación respecto a la ciudadanía 
de los individuos. 
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En cuanto a las comunidades, como 
ujetos activos de este derecho, la> agru­

paciones de basamento ideológico y reli­
gioso tienen una dimensión comunitaria 
a todas luces esencial, ya que es en ellas 
donde se manifiesta más palpablemente 
la transfom1ación de una mera suma o 
yuxwposición de individualidades en el 
conjunto, con la identidad propia que 
toda colectividad lleva consigo. 

La protección de intereses religio,os 
y en particular el ejercicio de la libre 
expresión de las ideologfas y creencias 
religiosas, no debe de reduci rse a un 
derecho al ejercicio de las facu ltades 
reconocidas en el texto constitucional. 
sino que. a su vez, se tmtlucc en 1111 de­
recho a disponer de los medios necesa­
rios para su ejercicio. Se trata de la di­
fusión de las crcencüts en los medios de 
comunicación en el doble plano: protec­
ción de los intereses religio os, a través 
del acceso a los medios públicos de di­
fusión y la creación. a través de cual­
quiera de las formas de COit>litución de 
la persona jurfdica, de empresas de in­
formación y comunicación. 

En lo que respecta al primer plano 
expuesto y paniendo del anfculo 20 de 
la Constitución Española, el Estado de­
bcní tutelar la libertad religiosa mediante 
la promoción de sus valores constitucio­
nalmente protegidos, que, en materia de 
comunicación social. serán viables a tra­
vés del derecho de acceso a los medio 
públicos de difusión. Y. para ello. será 
necesario que las confes iones o a>ocia­
ciones religiosas que gocen de persona­
lidad jurfdica, de acuerdo con lo preve­
nido en nuestro ordenamiento jurídico. 
puedan tener garantizada la libre expre­
sión de sus creencias. mcdiame la imer­
vención de lo~ poderes públicos. para 
garantizar el acceso efectivo y un equi­
librio de participación de las diversas 
confesiones religiosas en los distintos 
medios (radio, prensa, televisión ... ), 
mediante espacios en cualquiera de 
aquéllos que permitan analizar el he­
cho relig ioso con una perspectiva 
pluralista abriendo los contenidos y la 
programación a confesiones diferentes. 
además de la católica, en proporción a 

su pe~o social o almímero de fiele~ de 
las misma;.'' 

Por otra pan e , ~ en ejercicio del dere­
choconsagradoennue~tra Carta Magna 
a la libre con titución de enrpre~a. aque­
ll:ls Iglesias, Confesiones y Comunida­
de!. Rcligio>ns que gocen de pen.onali­
dad jurídica (art. 5 J e la Ley Orgámca de 
Libcnad ReligJO,a) contri hu) en al dere­
cho a la infonnncrón a lrd,._;, d.: empre­
sas infonnativas y de comunicaciór. que 

expresen el hecho religioso ' . bien a tra­
vé; de us pubUc.1cioncs de prensa espe­
cialitada, ele la propia difusión insti­
tucional de los órgano~ d.: la l glc~ia Ca­
tólica. y por la constitución de cmprc~a:, 
infom1ativa; y de comunicación en pn;n­
sa e;crita y medios audto' isuale . en lo 
que constituye un claro ejemplo de cm­
presa de ejercicio i dco16gico. 

Continuando con la cxpo~rcrón de los 
sujetos titulare> y re~pccto a los de re­
cho> fundamental e~ de la\ pcr>ona.' j u­
rídicas. observamo~ que co,tc a'pecto se 
encuentra au;rnle en nuc~1 rn Tex to 
constitucional. a difer.:ncia de lo que 
ocurre en otros ordenamiento~ cercano , 
cual es el ca~o de la Ley Fundamental 
de Bonn 1~. ;cgún el cual los dcr..:cho<> 
funda1ncntab rigen también pam las 
per~onas jurídica<; nactonales. En nues­
tro p<rb. resulta sign ificativa para la con­
sideración interpretativa del ámbito de 
la subjetividad del art.16. .E .. la Sen­
tencia del Tribunal Con>titucionnl 137/ 
85 de 17 de Octubre, qu..: resol\ icndo 
Recurso de Amparo sobre ~upuc>ta vul­
neración del derecho fuudamcntal a la 
in~ iolabi l idad del domicilio del an. 18 
de la C. E .. in,·ocado por una cnt idad 
merca111il. nuestro Alto Tribunal justifi ­
cando el cambio de criterio de anterio­
res pronunciamientos que vedaron la 
legitimación a las personas jurfdicas 
(Sent. 17 de Febrero de 1.984 y Auto 
de 17 de Abril de 1.985), argumenta en 
sínte;is. r~spc~to del amparo invocado, 
que « ... nuestro texto GOnstitucionnl al 
establecer el derecho a la lll' iolabil idad 
del domicilio no lo circunsGribe a la 
personas físicas. siendo pues exten~i vo 

o predicable igualmente en cuanto a las 
personas jurfdicas. del mismo modo en 

• En orden a IJ. eAprt,idn y di fu 
''t<rn dd he~.·ll\l rchgw'o y el uc:<:c~ 
'o u lo~ medio .. 'inn-..c hh ''Suttn· 
le\ di .. p<hrcumc ... ; An,, 2" 1 up. d 
) ! 0 2delaLO 7/l9S0de5de ¡u­
tio de !JI><·nad Reh~1us:t. En rdu 
r ión C<>n hh Ellle, Público,; An ~· 

dr IJ Le) Rc¡¡ul:tdora del E>rnlul<> 
de tu R•d1o ) Tcle\I<IÓn Pública'; 
.<rl. 2" del.1 Le~ X/87 de l'TCUCIÓn de 
In Empresa Púulka de Radio y Te· 
le' i>ión de Andalucla y an. t:J" ·'1'· 
c)d.: la Ley 4 tll995•cguladora del 
Rég1mcn Jur(dico del Scrv1c1o de 
TdcvJ>~Ón Lucnl ¡l<>rOnda' Tcrr~,. 

Ir<' Rr-.pecr<> a la gc,llón md1rccra 
d:l sen 1do publico ""'ncial de la 
tclc~ hrón. "é~l~c clnn. 31.1 de la Ley 
1 0/I'!SS de 3 de mayudc To·lcvi<ión 
Prl\ada. que 1mpone a la' "''"eda­
dc~ concl.~im1:ui~ el cumplimien 
w de lo'\ pnncipi()¡; in,p1rndorc~ de 
In act.ivmd~amfonnnti\tu y entrc \(h 

que'" cu~n1~ el "''!"'ro al plurniJ,. 
mo n:hgao!\O. J\.)imi,nlo. en relact,~n 
a la lglc,io Cnu\lica. vén•e d art. 14• 
del ;\cuerdo S,ulla Sede E>rndo F\­
poilol. e n m.n~na de cn,ctianza y 
3\Unto:; t.uhur.Jic\. en Acuerdo ctr 
3 !- 1979,r:uiflcadopor h"lnuncn­
lo<k4-XII-1979 Por olmp:utc,r•·­
,,IJrar que la< Lcyc, que aprueban 
loo Aeuerdu' de C<x>pemción en­
I r~' d Esrado y 1-cdcracu\n de E:nli­
datlc' Rclig1o'J' E• angéhc.>~. C<>­
mun td::ad~, 1 sracl lla~ e hl~micth 

(Lcyco 24.25 y 2Wt<)<) ~ rlc 10-XI) 
guardan "itlcnc10 ~ohrc el "'Jx:o.:to 
d<l "''I>Cio y la prom<k'IÓn de '" 
ncce~o..o 3 lo' mcdto' pm J uquéJI¡¡.. 
COII fc-,iOIII..'~. 

' Véa'c RAIGON t>ERL7 DE LA 
CONCHA. G li ttntrmra tle la 111-
jomrncwu ~~~ la 1~;/eua Cutólu·n. 
~turcJa 199H ;\cerca del l><lha 
macmo de 1.1 JgJc,ta CJtohca 'oh~ 
l t,h medio\ dt· Ct'lmunic:tctón > aná­
h"-t\ de lo\ dl,tlltlo~ mcdtlh ~n lo, 
que ~e pre,enl:l como 111ul:u. 

1
' ' Lu Ley Alemana. en su an. llJ.~ 
e<prc<> lo sogu1ontc: "Lu' derechos 
rundrunentall!'t !loe e)..ticmden 3 las 
(>C"'>nas jurldic:c. nactonuk>. e11 la 
medida que . con arreglo a ~u rc~­
pecu\a. n:uurnlc7a. aquel l o~ le ~ean 
npl1cablc>" 
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\o'éa~c wbrc t.~li.\ tur .. tión l:\\ , •. 
gmrnl<' obra-: A. t-.MBIO IRUJO 
1:./ rribwwl Cunsrtt••Cifnflll ,-ta pro· 
ttccMu ,/r lut lihr rtadt r ptib!it:as t n 
d uml11to JI'Í acJ.,_ RI ' DA - 19KO. 
nú01 2~ T Ql 'ADRA St\LCCllO 
El r~CU(.>(J Jt• (11/lfWifU \ los clt!rahra 
,fwuit"m nwll".~ t'n lar rr/u(. UJflf.fi en­
tre¡JttriKitlmel. Ed ('1 \it:l.~. M:uirid 
JQ8 1.1- AGUIARDEJ.UQUE.l.o< 
dtrrdtc1lltuulmnt'lllf11tf n J las rrla­
ctmrt\ t'ntrr f1nt·utlol E>tmJo ti~ la 
mr>tiull. ,,d uultdod Jurl<hca \101. X 
[19~ 1 1: J. GARCIA rORRESy A. 
JTMENI::Z BLANCO, l),•rrclro>flm· 
tfaml'tltelle.r \' rdacaonc:. t!lllrt' pnrtl· 
< ular<''· Ed. Civun.. \•IAD RID. 
19X6; l'ahlu Salv:rdor CO DERCII 
(Coo>J J ) tngo '"" MLJNCI! y Ju;cp 
i RIIJA. lh oc:lac.W'h':., D~rtdwt 

Pumlamcutctlt'.~ \ Autouomftt P rH 'CI · 

tln. Cuudi.:mu~ CiviUI"-. F~ C ivl1:1\. 
1')97 Mndrid; J.M. JJJ,\Z LEMA. 
i "17r-utn dtr~dtujfwuhmlt '"ale\ lns 
¡u:rJcmrM ¡un·tf,cn JWblical ~ EU. 
Muu ... acrm de Ju-.aida. en '• fn · 
(toclucumt o /o.i /Jeredws r undu­
mM/ol /1'5 " •• Vl)l.l t \tadrid t988. 
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que este Tribunal ha t~nido ya ocasión 
de pronunciarse res pecio de olros dere­
chos fu ndamemales como pueden ;er los 
tljado' en el art. 2-1 de la misma C.E. 
sobre prestación de tutela judicial cfcc­
Jiva. tamo a personas fí ica> como a 
jurídicas ... ». 

La legitimación procesal que oslcn· 
tan las personas jurídicas en la interpo­
'ición del Recurso de Amparo por vio­
lación de los derechos y libertades fu n­
damentales recogidos en el ámbito del 
a.1 . 53.2 de la C.E. (Sección Primera, 
Capílulo 1) avala 1ambién es1a interpre­
tación exp:uu-i, a, respecto de la ti tula­
ridad en favor de aquéllas. 

Tanto la doctrina cienlífica como la 
jurisprudencia, conYienen en fi n. que 
lo~ derechos fundamcmalc~ rigen para 
las personas jurídicas en la medida en 
que «Según su naJuraleza• les sean apli­
cable~. Haciendo uso de e~ta argumen­
tac ión. la libertad de pensamiento. en el 
ámbito del foro interno de la persona. 
no resulta aplicable a la> personas JUrí­
dicas. La s!luación es. sin embargo, dis­
tinta en lo que concierne a las mani fes­
taciones externas d~ las lillCilllde;, reco­
nocidas en el an. 16 y en especial a lo~ 

niveles de expresión o comunicación 
reconocidos en los arts. 20.1 a) y 20.1 
d ) de la C. E. 

Interesa. por último. señalar. rc;pcc­
lo a los sujetos pasivos del derecho fun­
damental que se viene tratando, que se 
lrala de la cue~lión de fre nte a quiénes 
se di rige el r~conocimiento especffico 
..st.~ ,tr . \\h.:utrul,~ ... \h-,U~n .U11vl1.4,'li.ru- )'k 

e u !Jo de los indiv iduos~ comunidades. 
Es evidenJe que, en primer lugar. y de 
acuerdo con lo establecido en el arl. 9.1 
de la C. E .. aquél se dirige frente a lo~ 
poderes públicos. es decir. cualquier 
órgano eslalal, de las comunidade~ au­
Jónomas, enlidadcs locales. etc.. ca 
cualesquiera la función que eslos órga­
nos realicen de carácJer legislalivo. eje­
cutivo o judicial. 

Más compleja resuha la expan. ión 
de la vigencia de los derechos funrla-

menl:tle · en las relaciones entre priva­
dos'·. Se mua en es1e caso de la consta­
Jaclón de que en las modernas ~ocieda­
des pueden lo> paniculares estar. en sus 
relaciones con OlrO> paniculares o cm­

p•esas. en una situación de subordina­
ción anñloga a la que 1ienen freme al 
E.~Jado. Esta tesis supone aplicar a las 
rdacionc. jurídica> privadas un núcleo 
esencial. que por definición. ha sido y 
e; de naJuraleza público. Y ello. no tan 
sólo porque la legislación ciYil o mer­
camil lenga que basarse en los valores 
conslitucionale;,, cosa que no se pune 
en duda, sino porque de una manera in· 
mediata los paniculares pueden hacer 
valer los derechos fundamentales en 
concre1as relacione jurídicas frente a 
otro; paniculares. 

E:. ta 1eoría. iniciada y desarrollada 
en el ámbito alcm:in bajo la denomina­
ción de «Driuwirkung•. o efectos hdcia 
Jercero de lo> derechos fundamentales, 
pretende establecer ciertas excepcione' 
a l:t no-vigencia generalizada de los de­
recho' fundamenlales en las relaciones 
pri' adas ~ en cienos derechos hacia los 
4ue nuc~tras sociedades m:mifieswn una 
c.~pecia l ;ensibihdad: en la~ relaciones 
laborales, en el ejercicio de la libertad 
de expresión. o en la libertad de cátedra 
de los profesores. Pcn;,cmos. a IÍJulo de 
ejemplo ) concclanrlo con el objeto de 
invcstig:tción de cslc trabajo. en la ame­
naza de despido de una empresa pcrio­
dfstica de información hacia un Jrab•tia· 
dor de ella por negam a modificar el 
contcnirlo de una deJerminada noticia o 
rcpor1aje po1 no seguir la línea políJica 
( «ideológica•) marcada por aquélla. 

De los esJudios aportado' por la doc­
trina ~obre esta cuesuón de la eficacia 
hori7.ontal de lo~ dcr~'ChO' fu ndamenta­
le>. en espectallos que tratan del amili­
is juri;prudencial del Tnbunal Consti-

tucional'' . puede dcducir~c una postu­
ra 1 cmisa de éste a pronunciarse de una 
mancr:l expr c'a y tajame sobre la exis­
Jencia de Derechos Fundamenlales cn­
Jrc paniculares. Pero. a través de una 
vfa indirecta. ul'rccc el Tribunal Consti­
IUCional la posibilidad de otorgar un 
amplio reconocimiento a la tesis expan-

11 
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si va de los efectos en las relaciones pn­
vadas: a saber. imputando a los órganos 
ju ri~d icciomtles ordinarios que han in­
tervemdo previamente. la \ iolnción del 
derccl1o fundamental pordclicicntc pro­
tección o no- otorgamiento del amparo 
en la I'Ía ordinaria. De ~te modo. al 
existir tlll acto de un órgano judtcial. se 
cumple ya el primer requisuo para in­
terponer rccu~o de amparo. 

E;.tc planteamiento del Tribunal 
Consti tucional. que pr.:tendc la amplia­
ción de los derechos fundamentales, pese 
a ser forzada y desvirtuar el sentido del 
amparo con titucional contradice el te­
nor literal del an. ~ L.O.T.C. que exige 
'iolación del derecho o libertad imputa­
ble de ~modo inmediato y directo• a una 
acción u omisión de uo órgano JUdicial 
y no es el caso. pues aquella violación 
procedería de un panicular y no de un 
juez. No obstante. ha sido bien recibida 
por algunos sectores de la doctrina, ni 
menos en cuanto a su finalidad. 

Otro> sectores, estimau por contra. 
que serfa más correcto interpretar la 
L.O.T.C. de acuerdo con su tenor lite­
ral. y en el sentido de que el acto que 
viola e un derecho fu ndamental proce­
da directa, o indirectamente de un po­
der pltblicu. justificando en opinión de 
aquéllos un pronunciamiento en contra 
de la~ igencia de derechos fu ndamenta­
les de mudo inmediato en la~ relaciones 
ent:rc particulares. 

Por su parte. J.M. DlAZ LE.\IIA' 
~ostlenc, que el modo de mantener la 
tcsi> de la vigencia de los derechos fun­
damcntab en l a~ relaciones entre pri­
vado · ~e centraría. por una parte, en el 
reconocimiento de un hecho que ;e en­
cuentra patente en nuestras sociedades. 
cual es la concentración del poder ceo­
nómico y social de ciertas instituciones 
-o de simples particulares- que de for­
ma real colocan a otros pat1icularcs en 
:.ituaciones de sumi~ión análoga> a la 
existente frente a los poderes públicos. 
(Obsérvese la vi rtua lida~ de Jo expues­
to en las presiones. amenazas o auténti­
cas violaciones a la libertad ideológica 

y rehgtosa y ala libertad de e"pre:.ión 
de los profesionnJe., en lns empre>as in­
fommtivas).) de Otra parte. en el plano 
instituctunal. el f ram:o n::conoci miento 
de una interpretación amplia y genero­
sa del Tnbunal Constitucional. rompien­
do el esquema de su Ley Orgánica cons­
ti tutild, operación no infrecuente en el 
discurrir de la juri>prutlcncia cuo~li lu­

cional de lo~ distintos p:me>. 

3. La libertad de c:~:presión ) el dcre­
dw a comunicar y recibir infor­
mación. 

3. 1 Leccio11es de la hi.1tnria. 

Se toma tradicionalmeme como mo­
delo de libenad de exp1 esión la que e>.is­
uó en la Ciudad-Estado griega de Ate­
na>. Los atemensc~ dcificmonla libc11ad 
de expresión y con su f:1cilidad para 
inventar nuevos dtoscs. crearon un con­
junto de ellos a Jos que llamaron dioses 
<<agoraios•. que ;.imboli7.an la libre ex­
posición de idea~ y opiniunc' en el Ago­
ra y encabezaron el colcct i1 o. uada me­
nos que con el propio Zcus. M:r-. este 
culto originario a la libcnad de expre.ión. 
no mantuvo a lo largo de Jos sig los Jaefi­
\:<lciu de tal libe11ad. Asf en el s. l V ante• 
de Cristo, los a tenien~c~ introducen un 
ténnino paradcsignar la c:tmhi:lntc liber­
tad de palabra. la •<cxousia tou Jegcim>'. 
el llamado «pemtiso parJ la libcnad de 
expresión>• y se emplea a pan ir del mo­
mento en que Jos órganos de gobierno de 
Atena' poli tizan ru1ilicio..,amente una Ji­
bcnad que. cu su origen, había parecido 
tan natural como el hablar. 

El inconsistt:ntc t:uuccpLU de libcr­
Utd ele expresión no como al¡;o natural. 
sino como algo concedido. dc~ap:trccc, 
afortunadamente pa1 a la «polis». unns 
docenas de año> después. no '>in a u tes 
pa.<ar por la paradoja y la vet gücn?a 
del JUicio a Sócrates. que terminó con 
su condena a muene }'con In quema de 
lo:. escritos de Annxágoras, Diágoras y 
Protágoras. 

Casi un siglo más tarde a la muerte 
de Sócrates. Aristóteles rawna la líber-

Stguimh en c:"'ll! puruo ¡0, de T. 
QUADRA SALCI;DO ~ J. G..\R· 
CIA TORR~.S Y A. J IMENEZ 
Bt.ANCO. (ll\na< ,·uada, en not.t 
anleliOr). 

'' J.M DI A/. lé~ IA. t Ji""" D•­
re,·l¡v~jwulumfllftlll'!t . (op.d t.) 
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tad de expresión fundada en la misma 
naturaleza locuente y comunicaúl'a del 
hombre. 

La libertad de expresión. que en su 
;,entido moderno arranca de la refonna 
vinculada a la libertad deconcicncia.l'a 
cnriquecit!ndosc de conrenido en la me­
dida en que. en el devenir histórico, lo~ 
di versos grupos sociales profundizan en 
ella. Así. el racionalismo de la IluSlra­
eión le confiere una extensión general. 
le dota de una fundamentación li losóti­
ca y de una proyección política. Y scní 
ya en el Estado Social y Democr{¡tico 
de Derecho donde se ha de profundizar 
en las condiciones estr11c1urales para su 
ejercicio real y generalizado. 

Dejando a un lado planteamientos 
históriw s individualista' de la libertad 
de conciencia. de lucha por la superación 
de la conciencia dogmática. e;pecialmen­
te en materia religiosa y de resistencia 
individual,- en oposición al monopolio 
de la Jglesia. primero. y frente al 8tado 
Absoluto despué - la denominación de 
libertad de <•expresión e imprentn» va 
cobrando cana de naturaleza. 

La regulación constitucional en el 
derecho histórico español responde a 
estos últ imos criterios como vamos a 
tener ocasión de exponer en los p6rra­
fos siguiente·. 

En la Constitución deCádiz de 1812, 
se reconoce en su artículo 371, la liber­
tad de «escribir. imprirmr y publicar las 
ideas políticas. sin necesidad de lrccn­
cia. revisión o aprobación alguna ante-

ncs y responsabilidad que c~tableLcan 

las leyes». formulación restringida. m(IS 

atenta a la dialéctica política que al fe· 
nómeno general de la libertad de expre· 
sión. 

Esta fo m1t1la será sustancialmente 
reproducida por el artículo 2" de la Cons­
titución de 1837, (<<todos los e~pañoles 

puede imprimir y publicar librcrncntc 
sus ideas, sin previa censura. con suje­
ción a las leyes ... •<) y por el artículo 3• 
del Proyecto de Constitución de 1856. 

qtre presenta, como novedad. la impo· 
sibilidad de proceder al secuestro de 
publicadones, antes de su circulación y 
la creación de jurados para la califica­
ción de los delito> de prensa. Las poste­
riores recogen ya una fo nnulación más 
completa. pero siempre desde In pers­
pectiva de emisión del pensamiento. 

Sirvan de ejemplo la Constitución 
revoluciunaria-progresism, de 1 de Ju­
nio de 1.869, en w yo art ículo 17 se ex­
presó: <•Tampoco podr.í ser privado nin­
gtín español del derecho de crnitir libre­
rrrcntc sus ideas y opiniones, y:t de pa­
labra, yu por escrito, valiéndose de la 
imprenta o de otro procedimiento seme­
jante>>: o la de la Constitución de la Se­
gunda República de 9 de Diciembre de 
1931. en su anfculo 34: «Toda persona 
tiene derecho a emitir libremente sus 
ideas y opiniones. valiéndose de cual­
quier medio de difusión sin SUJetarse a 
pre1 ia ccn>ura~. 

E~tas not.~ hi. tóricas introductoras. 
<¡uc no tienen ¡¡reten ión de alcanzar el 
análisis sustancial de la.> formulaciones 
textuales de la libertad de expresión en 
nuestros textos constitucionales. nos 
conducen al régimen político del Gene­
ral r ranco. L1s manifestaciones del le­
gislador en este punto se presentan, por 
una parte. en la inclusión en el art. 12 
del Fuero ele los Españoles de la «res­
tringida>> l i h~r tad de expresión: «Todo 
español podrá cxprc~ar libremente su~ 
ideas nrientra~ no atenten a Jos princi­
pios fundamentales del Estado, y por 
otra, en la •Ley de Prensa e Imprenta>• 
aprobada el 15 de marzo de 1966 (la lla-
., .... ~ ••L .... ) J"".---é"'") •. u;., ,;0-v..oN •. >u~ 

te luego de la reformas en los inicios 
de la •<Transición Dcmocr.íti ca~ y la le­
gislación precunstitucional y que supu­
so una mayor y menos restringida liber­
tad de expresión e infonnación, pero 
ejercida dentro de las barreras autorita­
rias del orden insti tucional establecido. 

El curso de la historia nos hace lle­
gar a la Consti tución de 1978. en la cual 
se reconocen en el art. 20 derechos y 
libertades fundamentales distintos, en­
tre los cuales se destaca en el apartado 



pri mero de la letra a) el de expresión y 

difusión libre de lo> pensamientos, idea, 
y opiniones. mediante la palabra. el es­
crito o cualquier otro med1o de repro­
ducción y el de la letra d) del mismo 
apartado que junto a los derechos cons· 
titueionalcs en favor de los profesiona· 
le> periodísticos se consagra el dere 
cho a la información: « A comunicar o 
recibir libremente información veraz por 
cualquier medio de difusión··. 

En el siguiente apartado se van a 
poder encontrar y esa ha sido al meno~ 
la pretensión, algunas claves para oh· 
tener el contenido de los derechos reco· 
nocidos en el art. 20 CE. en sus aparta· 
dos a) y d) y en tanto en cuanto pueden 
resultar válidas para realizar algunas 
valoraciones sobre aspectos en el ni' el 
de exteriorización de las ideas y pensa 
miento:, y para tratar de conligurnr el 
llamado derecho a la información. 

3.2 1..tl ~xwesió11 ideoltígim y la garan­
lfa de 1111 derecho a la información. :• 

Se ha venido apuntado que el dere­
cho a la Ji llenad de información se rcsi· 
deuci:1 en el art. 20.1 d) de la Constitu· 
ción El>pañola y el derecho de libertad 
de expresión en el apartado a) del mis· 
mo artfculo. En el primero se consigna 
el derecho a comunicar o recibir libre­
mente información veraz por cualquier 
medio de difu~ión . esiablccicndo un 
derecho fundamental dil erso del de la 
libertad de expresión, que consiste en 
expresar y difundir pensamientos. idea. 
y opmioncs en aras del interés colccti· 
vo en el conocimiento de los hechos que 
pueden encerrar transcendencia ptíllli­
ca y que sean necesarios para que sea 
real la participación de los ciudadanos 
en la vida colecliva. 

El Tribunal Constitucional. en su~ 
Sentencias 6/81 FJ. 4•; 105/83. rJ. JJ • y 
168/86, entre otras. ha puesto de relie­
ve que el texto del an. 20.1 d) de la 
Conslitución E5pañola clisti uto riel que 
se rclicrc a la difusión de pensamien­
tos. ideas y opiniones (art. 20. 1 a) reco­
noce dos derechos fntimamente conec· 
tados y que se concrelan en la libre co· 

mumcación) recepc16n de información 
~eraz. de tal manera que, lo~ SUJeLOs de 
este derecho no ~on 'ólo lo' ti tulares del 
órgano o medio di lu~or, los profesiona­
les del periodismo. o incluso aquéllos 
que no ostenten esta condición - sea el 
caso de per,onn~ que comuniquen in­
fommción a tra'é' de un mcd1o- ~ino. 
primordialmente. la colcciÍ\ idad } cada 
uno de ,us miembro<,. 

Se prc:,cnta por ello una doble sig· 
niticación de la. libertaues reconocida> 
en el an. 20. 1 de la Constitución Espa· 
Iiola. como derecho de libertad y como 
garantía ins111udonal de la opinión pú­
blica hbre. 

Se trata. puc>, de uu dcrccho de li­
bertad } ello >ignifica au>e ncia de 
interferencia. o de intromisi(lnes de los 
poderes públicos en el proce>o de co· 
muuicación. y en otro plano. ~ ign J I1ca 

el reconocimiento y In garant ín de que 
se forme y dc~arroll e en libc1 tad una 
opinión pública y que >e cxprc'c igual· 
mente en plano de libertad el pluralis· 
mo iofom1auvo. 

Este derecho, a la manera qu..: 'e con· 
!lene en nue~tra Constitución, rar.unen· 
te aparece fonnulado en los 1exto~ cons­
ti tucionales, a;í lo reconocen la Con~tinJ· 
ción Portuguesa de 1976, en su art. 3 7 y 
la Cana de Derecho~ y Libcrt~dc<; de la 
Persona de Qucbcc de 1975 en su art. 
4~ . El propio Tribunal Consl itucional 
(Sentencia de 16 de ;\1arzo de 1.9 1: FJ. 
3 y4) ha resaltado el carácter novedoso 
del an. 20.1 d) de la Conslltuci6n b pa­
iiola al decir que se traw ele un derecho 
•cuya cxplici tación di fcrenciacla ~o lo se 
encuentra en textos constitucionales re­
cientes». Por la terminologfa empleada 
y por la claridad con que aparecen se­
paradas las dirersas libertade~ . fonnu­
ladas cada una en un p:irmfo diferente 
del art. 20. parece evidente que el cons· 
tituycnte quiso garantizar un derecho de 
información distinto de la li bertad de 
expresión con la que tradicionalmente 
se viene identificando el primero. 

El derecho a recibir una información 
veraz, y seguiremos aquí el contenido 

Sin p..:rjuiCIO de quc la CUC\UÓn 

'iC pre .. te a una tua\or profundix.1: 
1ón <n In clnbol"ll(ióu de e-.lc lr.l­

bl'IJ') \e hnn uuliJudo ltL' sigu1ente' 
obm>. JM. DI:.5MIES GUAN· 
TER •. b111d11 d~ '"' Lillfrtfld,,, p,.. 
b/it-,, lllfuiiiWtl\'11$ En ""INFOR· 
\-IAC"ION Y LIBeRTADES J'IJ. 
BLICAS F:N t;SPANA"' VV AA. 
Cu"c'de Vcrnno.~J C,.coMI. t9g9 
Un11 . C'omplm<o,r de Mad1id. 
1990.: r\lfon,c> n..KNA 'IDEZ \41 
RANDA Y C MIPOo\MOR y J.R. 
PAR·\DA. ""i\11. 16CE La hoortnd 
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de algunas de la decisiones del Tribu· 
nal Constitucional. es de este modo. 
un msrru mcmocsencial de conocimien­
to de los asumas que cobran import<m· 
cía en la vida colectiva. Esta informa· 
ción vcr~ll sobre hechos, o wl ~ez, más 
restri ngidameme, sobre los que pueden 
considerar~e como «noticiables••. Pero 
ocurre que. en los ca1oo reales que la 
vida ofrece. no siempre es fáctl separar 
la expre,ión de pen. amientos. idea.1 u 
opiniones de la c, triclll comunicación 
informativa, pues la expresión de pen­
~nrn ientos necesita, a menudo, apoyar­
se en la variación de hechos y a la in­
versa. la comunicación de hecho> o de 
notici11s no se da nunca cu c'tado <<quí­
r,nicamente puro» y comprende. casi 
siempre. algún elemento valorati,o. o 
dicho de otro modo. una \ ox:ación a la 
formación de una opinión. En todo caso, 
1eiiala el Tribunal a este respecto. la 
comunicación periodística supone ejcr· 
cicio no solo del derecho de inform a­
ción, en el que los aspectos institu­
cionales y la tutela del receptor de in­
formación rc~ulta má~ rclc\'antc. >ino 
también del derecho más genérico de 
expresión (difusión del pensamiento. 
opiniones, creencia>. y juicio, de 'a­
lor). por lo que la libenad de prensa exi­
ge el rc¡;onocimiento de un e,pacio (in­
munidad) constitucionalmente protegí· 
do. no 'ólo para la libre circulación de 
noticias, ·ino también para la libre cir­
culación de idea y opinio11es. 

La información comunicada y reci­
bida hbrememe debe pretcndc~c . como 
venimos exponiendo. que sea veraz. Asf. 
<<una infonnación que no sea verdadera 

no solamente consllluye una carenc1a de 
i nf unnación. sino algo peor. La infor­
mación falsa es inferior a nada. Si se 
pudiera cuantificar habría que decir que 
la información no verdadera e menor 
que cero: es un 'alor negativo. Y. en el 
plano euaütati\•o, la infonnación no ver­
dadera constituye una corrupción de la 
información» (DESA.'JTESJ. 

No se u·ata de una verdad absoluta, 
difícilmente alcanzable, y a veces me­
no~ susceptible de ser probada de una 

manera exacta: se trata. más bien. de 
exigir al informador que haya actuado 
de fom1a honesta y diligente y haya lle­
gado a la convicción de que lo que pu­
blica es verdad. En las palabras de la 
resolución del Tribunal Constitucional 
STC 6/68 F.J. 5: «cuando la Constitu­
ción requiere que la información sea 
,-craz. no está tanto privando de protec· 
ción a las i nformac ionc~ que puedan 
resultar erróneas o sencillamente no pro­
bada5 en juicio. cuando estableciendo 
un específico deber de diligencia sobre 
el inl'onnador. a quien se le puede y debe 
exigir que lo que tr:msmita como hechos 
haya sido objeto de prevto contraste con 
datos objcti\'oS, prii'!Índose a~i de la 
garantfa consti tucional a quien. defrau· 
dando el derecho de todos a la informa­
ción, actúa con menosprecio de la \'era­
cidad o falsedad de lo comunicado». 

El ordenamiento no prest.1 su tu tela 
a dicha conducta negligente, ni menos 
a la de quien comunique como hechos 
simples rumore;, o. peor mín, meras in­
\'enciones u i n~inuacione> insidiosas. 
pero si ampara. en su tonjunto, la infor­
mación rectamente obtenida y difundi­
da, aunque su total exactitud sea con· 
tro\'ertible. En definitiva. sostiene el 
Alto Tribunal. ·das afirmacione. erró­
neas son inevitables en un debate libre, 
de tal forma que. de imponerse la \'er · 
dad como condición para el reconoci­
miento del derecho, la única garantía de 
la seguridad jurfdica seria el Silencio.» 

E~igimos por ello los ciudadanos, 
que la mfonnación sea prctcndidamente 
objeti va. al meno~ en los términos antes 
cxprc~atto~. pero, el problema rad1ca en 
el componente ineludible de ~ubjeti vi­

dad en la percepción de la realidad y en 
la transmisión del conocimiento y, en 
segundo lugar. en las exigencias del re­
conocimiento de la dignidad y libertad 
humana5 que reclaman la libre invc.!.li· 
gación y búsqueda de la verdad. El 
derecho aspira a garantizar la libre bús­
queda de la verdad, imponiendo dos con· 
diciones, la veracidad y el pluralismo, 
para que. a través de ellos, fluyan la con­
frontación ideológica y social. 



La vemcidad se deber:\ contener en 
la noticia. en lo que el hecho tiene de 
incuestionable y cmpíricameme contms­
table y en este plano se habla de dere­
cho a la información ~Yeraz» . má'>. las 
noticias vienen acompañada> de opinio­
nes. juicios de valor y análi~is crítico 
de aportación intelectual al discurso in­
formatiYo. que comprenden una expre­
sión libre de las ideología~ a través de 
cualquier medio de difusión. en suma. 
la libertad de expresión reconocida en el 
an. 20.1 de la C.E. En la medida que lo~ 
medios de comunicación presenten las 
informaciones documentadas, COillra>ta­
da> y aporten opiniones plurab, harán 
más efecti vo el derecho a la infonnación. 

Y unido a la condición de veracrdad. 
el pluralismo. como un requisito desea­
ble de los contenidos infonnatiYos. f\o 
se encuemra expresamente recogido en 
el art. 20 de la Consti tución E ·pmiola. 
pero puede extraerse de lo~ valores su­
periores de nuestra Cana Magmt, exten­
didos en su Título Preliminar. pue.to que 
en el artículo 1 se propugna el plurali>­
mo político, máxima expresión de la 
diversidad y participación de idea' en 
l:t vida pública. También recogido en el 
anículo 6. en la concepción de los par­
tidos políticos y en el artículo 9. en cuan­
to a la efectiva participación de todos 
los ciudadanos en la vida polftica. eco­
nómica. cultur.tl y social. 

4. Reconocimiento constitucional del 
derecho al establecimiento de cm­
presas. Especial comentario sobre 
naturaleza y significación de las 
informali\"a~. 

El Plano de las l ibc rtadc~ >e completa 
con la libertad de empresa. reconocida 
en el art. 38 de la Consti tución Esl>aiio­
la al e~tablcccr en >U texto: •< la libenad 
de empresa en el marco de la economía 
de mercado», para aiiadir a continuación 
que «los poderes públicos garantizan y 
protegen su ejercicio y la defensa de la 
productividad de acuerdo con las exi­
gencias de la economía general y, en su 
caso, de la planificación>>. En este mar­
co se sustenta la constitución de em-

pre;as de infom1ación y comumcacrón 
convencionales (te le\ isión. rad1o. pr ~n­
sa). y las de nueva, tccnolugra~ (SJtél i­
te. Cable. Internet. etc.). 

Re pecto al contenido e>cncial del art. 
38 de la C.E .. la doctrina .>e ha pronun­
crado en el sentido de que carece de toda 
precisión. y ello se debe, obviamente. a 
que no existe un modelo unico d~ eco· 
nomía de mercado, 'ino \ au1", ) ~obre 
todo. a que la fónnulaaplicada por el tcx­
tocon~tituciona.l es ~umamentc a.mhigua. 
Se trata. en efecto do.: una fó1 rnula con­
sensuada y a la que prc>taron su adhe­
sión formas políticas ele distilllo 'igno 
idcológtco sobre la ba;c de la transac 
ción de rncluir en ella tanto el principio 
mi;mo. como su contrapue,to: e>to e,, 
el que delicnck la~ c>-igencia$ de la eco­
nomía general y de la planilicación. (Art . 
38 de la Constitución Española in fine). 

El Tribunal Con~titucional CSenten· 
cia 8311904. de 24 de Julio) ·eñala que. 
si bien el tenor literal del art. 53.1 de la 
Constuución Española impone la gruan­
tía de reserva de ley para eMe derecho 
con el mandato allcgblador de r c~pctar 

su contenido escnc1JI, C> c\·idcntc que, 
como tal. no hay un <•Contenido esen­
cial» constitucionalmente garan tr.tado 
de cada profesión. oficio o acth 1dad 
empresarial concreta. y ello nos sine 
igualmente para la creación y ,m,tcni· 
miento de las emprc;a~ de conrunica· 
ción en general y de la, crnprc~a$ infor· 
mativ:u. en particular. bajo cualqurcra de 
l:u. fonna juridic;l' admitida:, en nuc'­
tra legislación mercantil. 

Esta garantía de sujeción al pnnci­
pio de legalidad supone. igualmente un 
limite dentro del que ncc~ariamcnlc han 
de moverse los poderes constituidos al 
adoptar medida> que incidan sobre el 
~ i s tcma económico de nuestra sociedad. 
Pero esta libre actividad empre~arial, y 
la consiguiente liberaliwción de las ac· 
tividades con contenido económico que 
implica, no su punen un bmTido total del 
intervencionismo público. pues la acción 
administratiYa, -que debe producirse de 
mooo típico y sin discriminación. que- 53 
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dando excluida la atribución de potes­
tades discrccionnlcs- se deberá concre­
tar a los procedimientos de intervención 
en las autorizaciones administrativas re­
gladas de concesión de hccncias, y a la 
funciones de control o vigilancia, en la 
legisb ción especílie<~ en la materia. 

En este sentido. los caracteres téc­
nico~ de un medio de difusión concreto 
puede requerir un tratamiento específi­
co. Es el caso de la radiodifusión y la 
televisión, en los que hay un problema 
objetivo, de raíz técnica. en el reparto 
de ondas de frecuencia y canales de 
televisión, que ju~t i fica el establecimien­
to de un si stema de autori:wción previa 
para la constitución de emisoras. 

Por ello, la comunicación a través de 
ondas hertzianas (radio y televisión) en 
su difusión. ha de servirse de un medio 
t:uyn utilización es limitada y que es con­
siderado como un bien de dominio pú­
blico sometido a una normativa de dere­
cho internacional por laque se atribuye a 
cada Estado un número limitado de on­
das. En este sentido, la tutela y el control 
del Estado sobre las ondas resultan ine­
ludibles por razones técnicas. No se pu~­
de ejercer el derecho a emiti r sin autoriza­
ción pre,·ia. que asignará la frecuencia y 
potencia de emisión a fm de que los indi­
viduos no se obstaculicen mutuameme. 

Dentro de las consideraciones sobre 
la libre constitución de empresas, y co­
nectad u con la expresión ideológica, 
una sugerente cuestión es la que se plan­
tea sobre el ámbito de las llamadas «em­
presas de tcndencia»11. En nuestro or­
denamiento. a di ferencia de lo que ocu­
rre en e l. alemán o.italiaw1.nn.cxi,te.Hn> 

conceptuación de empresa de tendencia 
o ideológica. aunque también es eviden­
te que el ek:mcnlo cenu-al sobre el que 
debe girar toda concepción de empresa 
de tendencia es la ex istencia de un idea­
rio o ideo logfa. Siguiendo a ROJAS 
RfVERO. podemos aftrmar que estamos 
ante empresas en las que su objetivo 
b;\sico es la di fusión de una determina­
da ideología, de manera que dicho ob­
jet ivo se introduce en la función causal 
del contrato « ... las empresas de tenden­
cia se prese ntan como instituciones en 

cuyo ámbito la dicotomia socioeco­
nómica entre empresario y trab;tiador se 
anula complet.~mente en virtud de la 
presencia del elemento ideológico que 
constituye la esencia de la insti tución». 

Desde el anlerior punto de vista las 
empresas de tcndcncin se caracterizan 
sobre todo por la finalidad perseguida: 
''la defensa y promoción pública de una 
determinada ideología, precisando que 
determinadas normas constitucionales 
den relevancia jurídica a tal fi nalidad 
en orden a la realización de algún as­
pecto del bien general de la sociedad, y 
por eso merecedoras de una protección 
jurídica que se traduce en otorgar unos 
medios determinados. una protección 
míuima de su ejercicio al fin que la 
empresa pretende'''-'. De otro lado, este 
tipo de empresa va más allá de ser un 
simple producto de la Libertad de em­
presa, son la expresión, o mejor, una vía 
de ejercicio de derechos constituciona­
les rundamcn t alc~ . corno la libcrhld 
ideológica, el pluralismo político, la li­
bermd de religión, la libertad sindical y 
también la libertad de expresión. En 
definitiva, la empresa de tendencia es 
la expresión de una determinada con­
cepción ideo lógica, siendo un instru­
mento mediático para actuar en un de­
terminado marco social para intentar 
innuir sobreel mismo, naturalmente en 
la dirección marcada por dicha ideolo­
gía polírica, sindical o religiosa. 

Naturalmente. no resulta admisible. 
que las empresas informa tivas en la lí­
nea expuesta de empresas de expresión 
ideológica, y escudándose expresamen­

lt."'-1f\..~ntJmdi.1ürr, !JUt.1JinnJtJv,in ·cl~J~~ 

tema democrático y asuman aqucUo tan 
denostado pero tan real, de que la liber­
tad de empresa habilita para ejercer el 
derecho a comunicar infom1ación como 
mejor convenga, viviendo por ello al 
margen de la Conslitución y el Derecho. 
Por ello. en lo que respecta a los medios 
audiovisuales, la Ley de Regulación de 
las Televisiones Privadas de 1.988 im­
pone la obligación. a las sociedades 
concesionarias de !agestión indirecta del 
servicio público de televisión, de actuar 
con neutralidad en su gestión y la nece-



sidad de garant iz.1r una exprestón libre 
y plural de ideas y corrientes de opinión. 
con ~ujeción a los principios inspi­
radores. expresados en el artículo .t• de 
la Ley 4/80 de 10 de Enero regul ador:~ 
del Estatuto de la Radio y la Tele' i ~ión 

Paniendo de la premisa de que la 
empresa de información tiene un impor­
tante componente ideológico. una cucs· 
tión que no se nos ha presentado tan 
pacifica. es la que concierne a la nece­
saria conformidad ideológica del profe­
sional periodístico hacia la empresa in­
fonmll iva. Y encontramos como argu­
mentos para defender que una empresa 
informativa. incluso teniendo ese impor­
tante componente ideológico. no cons­
tituye una organización ideológica. la 
con;idcración de que esta última cate­
goría se reserva a aquéllas en la;, que la 
ideología consliluye y sostiene sus­
tancialmente una organización. y en la:. 
que la ideología es el elemento sustan­
cial. puc;,to que, en función de la misma 
tiene razón su existencia. Este es el caso, 
por ejemplo. de los partidos político·. 
sindicatos, orgamz.1ciones religiosas .... , 
etc., cuya misión, como ~eñ;lla el inciso 
último del número 2 del art. 9 CE es la 
de <<facilitar la participaci6n de todos 
lo~ ciudadanos en la vida polínca, eco­
nómica, cultural y social• y en las que 
los poderes públicos tienen obligación 
concreta de promover su e.,i~tcnda y 
desarrollo. En ellas su interés va más allá 
del indi vidual para ser portadores de un 
interés colectivo de los que con ellas se 
identilican. Resullan pues estas organi­
zaciones la suma de los propio~ y ver­
daderos derecho subjetivos de cad;¡ uno 
de los que a ellas s~ adhier~n . 

La empresa info11nativa, por su par­
te. sumini•tm un producto o servicio que 
tiene ciertos componentes ideológicos. 
pero no exclusivamente ideológtco. La 
informaci6n se conforma como un va­
lor institucional, tiene una naturaleza de 
servicio público y, lu qttC e~ espe~: i al ­

mcnte rck vante desde el punto de vista 
jurídico. en el desarrollo de su activi­
dad informativa, estas empresas deben 
observar parámetros de naturaleza ob­
jetiva. que se concretan en el contenido 

susrancial del derecho a la informactón. 
detenninado en nue~tro texto con\ll tU· 
cional ) que la doc1nna JUnsprudeneial 
del Allo Tribunal ha tdo Ctlnfigur:mdn 
con su labor de mterp~tac 1ón a tra' é' 
de disunras } numcru\a;, re\oluctone': 
veracidad. pre ten~ión de imp.lrl'iahdad 
y objetividad. re~pcto al plurali, m<'. \ea 
ideológico. religioso. soctal cultlll al. ) . 
n::spcto también a los dcma' den:chos 
fundamentales. en especial lo recogi­
dos en el art. 20.4 CE \honor. mll mt 
dad. propia imagen y prote ción de la 
infancia ~ la juventud). 

Por ello. las empresas infonnati,·a, 
que venimo;, tratrutdo. ejerciendo legí­
timamente la libertad de adoptar una 
orientación ideológica en el med1o. in 
corporan a trabajadore~. que pudtendo 
mantener identídad con .1qul'IIJ <•hnca». 
pern1anecen prestando 'u~ ~crvic tO> pro 
fe ionales con una cien a umdad de in 
tereses pero que no deberla de extcn­
dcr;e hasta la exigencia de una a>unción 
ideológica •<nuclear>• eun la de la titula­
rid~d del medio. Po1 01111 parte. el ejer­
cicio de la libre expre~ión de ideolo­
gías o crccncms por parte del pt ore,io­
nal o trabajador en el seno de la empn:­
sa mformativa. bten n títu lo indi vidual 
o de sus cauces de representac ión y que, 
en algún caso pueden comprender di ­
vergencias o críticas a la línea u orien­
tación del medio. no debcdan de >Cf 

consideradas como conslituuvas de in 
CLtmplimientos de la prestación princi 
pal o violación de las obhgactoncs de 
corrección hacia el empresario 

5. Otros derechos y libe•·tades ' 'incu­
lados a los contenidos de la liber­
tad ideológica y religiosa y a la de 
expresión. 

En primer térmmo, resulta obligado 
acudir al marco de los ' 'alorcs superio­
res que mspiran nuestro ordcnanúcnto 
constitucional. y, en e>pccial. el de la 
•dignidad de la persona, sus derechos 
inviolables y el libre desarrollo de la 
personalidad>> que el an. 1 O. 1 declara 
«como fundamento del orden pQlíticu y 
de la paz social>>, que es in voe<~do en 
este trabajo por su interrelación con las 55 
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libcnades y derechos fundamemales, en 
e~pecial con la libenad ideológica y 
re ligio a. Es e\•idcnte que no se entien­
de la autonomía del indi\ iduo que jurf­
dicamente estatuye el art. 10.1 ~in rcco­
no cr a la par la libenad dd pc;n amiento 
y la necesidad humana de búS<Iucd¡t r~-
1 igio!.a. Esta especial vinculación c.on el 
art. 1 O. C. E. implica que cualquier mer­
ma u quebranto de libertad de pensa­
mieniO (a salvo los único límites mar­
cados en el mismo precepto: «el respe­
to a la ley y a los der~chos de los de­
más» y el específico del •orden públi­
co». fijado en el 16.1 ), entra na una le­
s ión radic.;al de la dignidad de la perso­
na y de cuanto ésta significa en la vida 
fmima y en la vida social. 

Otro segundo núcleo de vinculacio­
nes del art. 16, con otro. artículos de la 
Constitución Española. es el constitui­
do por el principio de igualdnd. El vín­
culo inescindible entre libertad e igual­
dad que nuestra Norma Suprema con­
sagra en los artículos 1 y 9.2. de la C.E .. 
adquiere solidez cuando se trata de la 
libertad de pensamiento. de conciencia 
y de rel igión. Una buena prueba de ello 
es que el artículo 14 CE no sólo procla­
ma la igualdad ante la Ley de todas las 
pcr~onas, sino que veta cualquier dis­
criminac ión por el factor rcligiuso. 

Otro gmpo de derechos con los que 
se halla fuc11cmcntc ligado son los de 
comunicación y expresión sobre los que 
ya hemos tenido ocasión de detenernos 
al ex.ami.nar la expresión)' difusión libre 
del pensamiento. las ideas y las opinio­
ne .. Derecho fundamentalconsagradocn 
í' l.arl .10 .l .. :•.)_v r.u r.l .'\nJIT1:1L~>41Llr.1.mi<­

mo artfculo respecto al contenido instru­
mental del derecho a la información. 

Con relación a los ans. 21 y 22 de la 
C.E. referentes a los derechos de re­
unión y asociación y en la medida que 
se persigan fines religiosos o ideológi­
cos, comportan un plano de excelencia 
en la manifestación externa de la liber­
tad ideológica y religiosa. 

mente en el contenido del art. 27. de la 
C. E .. relativo a la libertad de enseJian­
za y al derecho a la educación. Es cla­
ro, y con ello recogemos la opinión del 
protesor J.J.AMOROS, que la libenad 
tclig iu~a y la libertad ideológica acaban 
con' irtiéndo.;e, en buena medida, en un 
problema de libenad de enseñanza. pues 
todo sistema educativo incluye, de al­
guna manera. una concreta visión del 
mundo. del hombre y de Dios. Nos en­
contramos pues nucvmnente con la lla­
mada empresa de tendencia, propia de 
centros de enseñanza de ti tularidad de 
alguna confesión religiosa o ideológica 
y también con el debate sobre la neutra­
lidad en la cn~ciianza. probable quizás, 
o tal ~ez, no dcse•tble. pero que, sin 
mcno>preciar su importancia. excede 
de las pretensiones de nuestro trabajo. 

No obstante lo anterior, si queñamos 
dejar apuntado por su interés en el de­
bate del lenguaje de la infonnación. el 
protagonismo que tiene el sistema edu­
cativo en todos los n ivel~. incluido por 
upuesto el universitario, en aquéllos 

que van a ser ni mas ni menos que sus 
fu turos destinatarios. Por ello. la edu­
cación. sin renunciar a los principios 
de la escuela democrática, deberá asu­
mir lo<; nuevos cambios tecnológicos en 
el campo de la información y procurar 
que los contenidos educativos pongan a 
disposición de los alumnos los elemen­
tos necesarios para crear consumidores 
de información crítico. para formar ciu­
dadano. libres y puedan llegar a con­
trolar, ~n su caso, los efectos ··indesea­
bles'' de algunas penurbaciones o ma­
nipulaciones en la información. 

III. EL EJERCICIO DE DE­
RECHOS Y LIBERTA­
DESE:\TELMARCOEM­
PRESARIAL INFORJ.,'IA­
TTVO. 

A. Interferencias en la libertad para 
informar. 

Resaltar igualmente, que el factor Incluso en el seno de los Estados de 
ideológico o religioso gravita esencial- Derecho, donde las proclamaciones 



consmucionales son más frecucme>. 
amplias y generosas. se producen con­
tinuamente quiebras y violacione;.de lo< 
derecho subjetivos. El fe nómeno obe­
dece a motivos de distinta ctiologfa. que 
aquf tan solo pueden c~bozarse. Quizás 
de un lado. cabría aludir a la secular ten­
tación de quien detenta el poder políti­
co a abu>ar de él. y por otro. a e-e inne­
gable protagonismo tradicional asumi­
do por el «Leviatán» estatal. Asimismo. 
en la agresión a las libertades le han 
surgido muy poderosos compcudorcs, 
entre los <¡LIC habría que citar los grupo' 
económicos nacionales y especialmen­
te los multinacionales, detentadore; de 
una hegemonía fáctica sobre el resto de 
lo ciudadanos. 

En línea con esta realidad expuesta, 
la expresión en medios dc difu~ión ma­
siva de información y de ideología, ha 
inspimdo desconfianzas, casi viscerales, 
entre los distintos poderes establcl:idos, 
y entre aquellos que llegan a con~ti tu i r 

cúpulas de poder. o grupos de élitc. 

Esta situación. que se presento incó­
moda para los «poderes», rc~nl ta del 
<<poder» real de los periodistas. por­
que dan espacio a las denuncias, a las 
voces disidentes. a la verdad de los he­
chos, y a noticias que lesionan. en mu­
chas ocasiones, los intereses de esas 
cüpulas de poder. Y esta «molestia» se 
proyecta en formas variachls: censura, 
pr.:; ione> para que el periodista sea des­
pedido del trabajo, mutilación en las 
infonnaciones, hasta llegar a las ame­
nazas, lesiOnes físicas. incluso asesina­
tos. O también, introduciendo en el ;cno 
de la empresa informativa a periodL tas 
cuya <<parcialidad•> en cl1ratamicnto de 
las noticias no revela sino SLI utilización 
como <<correan de transmisión ideoló­
gica de la propiedad. o bien con el em­
pleo de •sobornos» para asegurar com­
plicidades. 

Según la fuente consultada11• sólo 
en el año 1997, 20 periodistas fueron 
asesinados en 14 países en el ejercicio 
de su profesión. con lo que se elev;~ a 
500 el número de infonnadores muer­
tos en el último decenio. Un número de 

13R periudi~ta, ;e encuentra prc\o en 
dbtinto paíse, del mundo. 

En lo' ataque' má; graves a la liber­
tad de expresión. en todos lo; conunen­
tes se han detectado trc' tendencia . .; iem­
pre segim la fuente ' e1ialad,c lo' paí'c' 
que permiten Le) e'> C'údigo~ dc Pn:n­
~a. pero que. de~de monarquías ab,olu­
tas. regímenes dictatonalcs o de parudo 
único. enmascamn l:l reprc~ión } la ar­
bitranedad: tal e' el c:ho ele Africa 
(Nigeria, Argelia. Camcrúll' c;tc tíltimo 
el más rcpre:,i1o. ha cncarccbdo a 6 pe­
ri<JClisws. adcmÍ!s de dictar el embargo 
dc I.J periódico~ privado~). América 
Latina. en el que la :.ituación c. de «re­

pre~ión pm•atizada». donde, cada 'cz 
más grupos políuco,. legítimo~ n ilegí­
timos, orgam7..:1CIOI1CS mafio~as. inte­
gri ~tn'> rcl igio~os. policías para lela~ o 
milicias pri1ad<1>. h;m tomado el relevo 
del poder cenll<ll debilitado. para ~ !len­

ciar a los periodi,ta ~ que no son dócil e~. 
Es notorio. por otra pmtc, en Lat i­
noarnénca. que lo<dcrccho> >ubjcti ' u~. 
entre ellos la libertad de expresión y el 
derecho a la infonnac1ón. pueden ver 
inactivos ,u,contemdos donde no exb­
te un grado de desarrollo económ1co que 
pcnnita su rcalitaciÓII y la Deuda exter­
na tiene prácticamente hi putccndos a 
esto~ países (Colombia. Méji..:o. Brasil, 
Guatemala. Argentina. Cuba ... ). 

Por ühimo. señalar aquello' ot ros 
países. donde se manific '>W la unpuni­
dad de los agrcsore\. E~ el caw dc la e~ 
U.R.S.S .• por eJemplificar uno de lo~ 
más gme>, donde de 20 a-.c.,inatos de 
pcriod istascomctido~enll c 1992 y 1996, 
'ólo se condenó al culpable en un cnso.1' 

También los atentados a la libenad 
de e~ presión pueden venir desde la de­
mocracia y la libertad. En el ca;o de 
España. lo; mtis gra\'C en los últimos 
años han sido: la amenaza de secuestro 
a «Diario 16•; el atemado al corres pon­
al de «El ¡'y{undo» en San Sebastián; 

las bombas contra inst;llao;ioncs de 
Euskal Telcbista y Radio Corn. El des­
cubrimiento de un micrófono en el telé­
fono del de;pacho de Jesús Polanco, 
presidente de PRISA: los abusos auto-

l nfnrmt de "Reror~t"hh '"''" 
l~nmh:r.J ... ··ccrrc~ptHldicnle al ruto 
lW!-.f.nd1ann Fl l'Jhck .~ nt M3yo 
de 19<1g, 

' Pnr•>lm pon<, •· llntormc de t'l'-)'J 
dubor:uln rxu el hhhtulu lntcrn\1-
\:torl.ll d~ Prcn,a ~ IPI) C{ln~lu"c. 

que 1•)')9 fu\! ··unu 4: !...1' pcort:' 
'\ikh J'1f:ll\h r~flt)(li'l·"-" )' e ... rJbk:­
~"· ~:n 87 el numcrt't.lc pcri(Jdt,llh) 
ernplt ... 'k.l()' lk m~<l li'rl tk CllnlJnJC.l­

(.-ton que: muncton c:l ~U)l) pa"'ad"-' en 
dl'ltnta .. r.u1.:' drl munclt"'l en ctnn­
pluni~nto de >U cmb.IJo. 1-.l ma~or 

ntink!rO ... -k" muerh.~' '~ r~gl,tr:tronen 
Yugo..,) ti \ 1.1. t<u,tu. Sh:rr..t Lcvu.1 ) 
Colonrb1.1. A d l" 'e añado. según 
d tlin:cwr dd ll'l Jnhnn l·riu. (o, 
p.!! 't."' que reduun ttl ~o. i lcnuo 3 l\1'i. 

l"'n" dJ"'"· a la ,·:lb<~.a de ello' "-' 
en~:-u\.·n l r3 Turquía. <ieguu.h)~ de 
Cluna. Btrmanra LllOfllB. CubJ. la 
RéfJ. l)emo..Toill,a del C·>ngo. Nep.ol 
y m~ Vca'c lhruio "El Pm"" de 
14M \lor10 <le 2000 
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ritarios y óiscri minatorioscjcrcidoscon­
l Ja <:Me último grupo. y especialmcme 
el «acoso judicial•> al que ha sido some­
tido. La llamada «Operación comercial» 
de la compra de un 25% de la cadena de 
televisión Antena 3 por parte de Telefó­
nica. que comprende la mayor :tcmnu­
lación pública de medios de infomta· 
d ón. audiovisuales y operadores. que 
hasta ahora se había conocido en lo que 
ya constilllyc una preocupante •pol i­
liLaeión de la información española» 
(MARC CARRlLLO). 

Por último, wmplcta este panorama, 
en lo que respecta a las empresas infor­
mativas privadas, la llamada «con;pira­
ción Ansón». mediante la cual. varios 
directores y colabomdorcs de importan­
tes empresas periodísticas (ABC, El 
Mundo, Diario 16 y COPE). y con po i­
blc panicipación del Partido Popular. 
entonces en la oposición, y algunos me­
dios financieros. han podido llegM a un 
<<golpe mediático>' para tratar de conse­
guir un objeti,·o político: Acosar y de­
n·ibar al anterior Presidente del Gobier­
no. Felipe González. utiliz:tndo para ello 
un premeditado plan de emisión de con­
tenidos infonnativos claramente de~­
prcstigiadorcs. con una ew atcgia con­
cenada de selección de los tema~ de la 
«agenda»; una jerarquitnción l':tlo­
rativa de las noticias y una <<C>piral de 
si lcncio» en torno a las informaciones 
molestas para sus sesgado~ enfoq ues. 
Ciet1ameme. el potencial de influencia 
de estos medios y grupos de presión con­
centrados sobre la realidad ha podido ser 
de un peso importante, cuya valoración 
resulta cercana para considerarla toda­
vfa hi~ lórica. oero oue se nos a>emeia 
ya como un poderoso aparato de influen­
cia en manos de las empresas infomlaU­
vas de nuestro país, poniendo en serio 
peligro la libenad para infonnar de los 
profesionales periodísticos. 

B. Catálogo profesional de derechos 
y libertades: K<>tado de la cucstitín 
e indicativos para su promoción. 

En los siguientes apartados. intenta­
remos presentar una visión sobre el catá­
logo de derechos y libertades de los pro-

fe,ionales periodísticos en el seno de las 
empresas infonnativas. asf como avan­
zar en a pectos relativos a las garantías 
que cuentan en el ejercicio de su activi­
dad infonnauva. en orden a la expresión 
del hecho ideológiCO o religioso. 

Comencemos con una aproximación 
a la situación laiJoral de todos aque­
llos que ejercen su tmbaju en las em­
presas informativas. 

La precariedad laboral de una parte 
de los periodi~ la s es una realidad; des­
de ella, resulta difícil luchar en favor de 
la ética profesional, la independencia y 
d rigor y pulcritud informativa. 

En los cctorcs básicos que confi gu­
ran la wmunicaciún sucia!, pren~a . ra­
dio y lelcvbión, existe aclualmenle una 
situación que se puede calificar de 
desregulada. en lo que se refiere a la 
ausencia. casi absoluta. de marcos con­
tractuales sectoriales, agra1•ado por la 
desaparición de las Ordenanzas Labora­
l e~. no su~lit uida~ por otro~ mecanismos 
de condicione~ culecli1·as de trabajo. 

Por lo que respecta a los distintos 
medios: Prema presenta un importante 
desequi librio entre las condiciones de 
trabajo de los grandes periódicos, regu­
lados por sus respectivos convenios de 
empre~a y los pequeños diarios, con si­
tuacione. que en algunos caso; llegan a 
la falta de ganmtfa~ totales. En Radio, la 
ituación es similar a la Prensa. es decir. 

la desregulación, sin com·cnio marco que 
establezca las condiciones de trabajo de 
los profesionales. con excepción de las 
(' ll\Or("l;:l«:: ciP r~tl irvii fn<::iñn rlP ti11 al~ri ~ 

dad púbhca (RNE). autonómicas y mu­
nicipales. que en su mayor parte gozan 
de un estatuto .:;pccialmenle regulado. 
Por último. rc¡,pccto a la Televisión. la 
inexistencia de una asociación patronal 
en este sector complica aím más la posi­
bilidad de un marco contractual, aunque 
ex1s1e un proyecto ele constitución de una 
confederación patronal que incluirá a 
todos los sectores que componen la te­
levisión privada. 

La insólita inexistencia de una patro-



nal en cnda UIIOdc los medios de comuni­
cación, de un con' enio-marco que c>la­
blw:a la> condiciones de Ira bajo dentro 
de un marco global de diálogo y negocia­
CIÓn colectiYa. la pcrsis1enc1a de la ac­
tual situación de total desrcgulación y 
la prccmicdad laboral de una pan e de los 
periodistas (en especial la regulación de 
la figura de los •colaboradur~s>> el abu­
so de los estudiante. en prácticas en ta­
reas directas de producción) dificulta el 
cjcrcicioc.le la profesión periodística, con 
dignidad, seguridad y definición de los 
derechos de los informadores frcnle a las 
empresas informativas, permitiendo a 
éstas, situncionc~ de prevalencia. 

Los derech os de autor defi nen y 
protegen la propiedad intelectual de los 
periodistas desde el punto de ~ista mo­
ral y económico. l:.n con ecucncia, los 
derechos de autor sirven también de 
punto de referencia para garantizar la 
calidad en los medios de comunicación. 
Sin ellos, los ciudadanos no pueden e>­
tar seguros de la fiabilidad m del conte­
nido ético de la infom1ación. 

A los periodislas les preocupa su pro­
fesión, su situación Jahoral, sus salarios, 
pero igualmente también elche prcocu­
parlcs una posible merma de los valo­
res éticos en los medios de comunica­
ción, especialmente anle la Sociedad de 
la Información, cuya riqueza cultural 
tiene su clave en la calidad de los con­
tenidos. Según el infoJmc que la Comi­
sión EuropcH cmilió en 1996. en rda­
ción con el Foro sobre la Sociedad de la 
Información, <cla calidad tan sólo podrá 
garantizarse si los medios independien­
tes y profesionales hacen suyos Jos má~ 
eleYado~ crite rio~ de ét ica y profe­
sionalidad». 

Pant que dichos criterios )Jrospcren, 
debe asegurarse la creatividad y la in­
dependencia de periodistas bien forma­
dos, experimentados y sensibles a la 
problemática de la ética profesional para 
asf garantizar li;tbilidad, exactitud e in­
tegridad en la información. Y es desde 
esta perspectiva desde la que se trae a 
colación a este trabajo, la necesidad de 
respetar, por parte de las empresas in-

fomtati' as. la mtcgndad de la into1 m a 
ción elaborada por lo~ fl<!llliÚi~tJ,, para 
respetar el dere~ho" la informacion de 
la >ocicdad. ) como norma protectora 
contrd la cen,un• de mlorma~ 1onc, en 
los medios o contra tran'\forn1.1cionc~ 
que las des,·inúen. ' 

l.'n cauce de participación de Jo, pro­
fesionales periodí,uco!. para el n:cono­
cimiento de sus derechos con~muciono­
les lo consúiUyen los :Estatutos de Re­
dacción. 

Se trata dr una asignaturJ pend1cntc 
en nuestro país. ;u inexi"enc1a o In poca 
operatividad de lo~ mi~ 1110s en la p1 á c­
uca. es la tónica general ck: lus medio' 
de comunicación en &paña. Tampoco 
nos debe de extrañar cuando hay mu­
chos de ello' que ru tan S1qu1cra tic 
ncn un convenio colccll\'O y e encuen­
tran sin normas para 'u funeionam1cnto 
imcmo mfnimamcnlc democrát ico. 

Mediante este m~to umcnto. lo~ pe­
riodistas 'an a poder panicip:u en 1~ 
gestión, entend1da deS<k el punto de ,·is­
ta de todo lo que tenga que 'er con la~ 

mformaciones y también con el nom 
hramicnto de jefe. para las di~lin t a_<, sec 
cioncs de la redacción. 

Se han elegido e~ta~ hemnnientas en 
lo; medio de comunicación. soh1c todo 
en los periódico;, 1mra regular la~ rela­
ciones de los redactore con la dirección 
del medio y con la empre~a propietaria 
del medio. Lo~ redactores ucnen a¡,u 
mido que la pertenencia a un determi­
nado medio de comunicación tiene su' 
~c.1denas». pero deben de defender a 
ultranza supo tura independiente y pro­
fesional. 

Entre las experiencias cercanas de 
estos Estatutos, se encuentran las de al­
gunos periódicos españoles=•: El Paí. , 
El Mundo, el Correo E>pañol- El Pue­
blo Vasco, El Periódico ele Cataluiia. En 
audiovisuales: la Radio TeJe,·isión Va­

lenciana cuenta con ; u propio Estatuto 
de Redacción. la Televisión Calalana 
también (TV3). y la Radio Televisión 
de Madrid tiene previsto este instrumcn-

Un rectcnoe tral>.1J•• doconoat de 
In, r"•l<wre, P.11 SOl ER MASO­
T,\ ) \.lanud u ;Ql E PARRA de 
lo Lol\ P<>mpcu l·ahr.ldt Bor.:doo. 
pubhcadocn t~ R•""• RELACIO­
Nl'~ 1 \80kAJ..E5. <kd.ca un e\ 

h."'ht' cont"'niJdu .11 :tnjh-,1\ de: la~ 
rt1a(IUJk!\ d~: C'{llu~'ra~.·,on ~rio­

dhtU.ll ~n lth mcJH" de pn::n..¡t )' en 
C•p<CIUI IJ d< In, .. ,.,(l<'riCW"> ~r.\fi 
~4.~·· . J'' com\-. d~ 1.1 pcrtei!C~ll'n nor· 
mni\~t de 1.1 prnaucc1rin dr :aqué­
llo, dc,do el t:l<:r,·d>n '"'Autor (Rt­

lat ;,m Ú1bora/, ¡•rrJpr~tlad 1111t'lec·· 
ttm/· de nJo ~~~ /(lf TrJ)(mrn~ ~rd­

}hm Rt•, Re! L.'llx'r:~lr.., na 21 
1\:ov. t<J'I~ ). 

rn p•~n'~' ~'erit,i ru~d~n con 
-.ultar-;c en l tl, puhl•~ac i~.me ... C'tficta· 
k·>. entre otro•. DIARIO tó. ll O.E 
d,· 11 de Ocoubr< dt• J')j¡1 y EL 
PAt~. ' ""'' cl ll O E d< ~6 d~ )u 
modo 1979 
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10 de democracia redacctonal interna 
en su Ley de Creación. pero Jodavía no 
cucnra con él. En la tclcvbi<in pública 
del E~ lado (TVE) ·e esr;í tr:tb<~ando para 
que sean redac!ados1

' . 

En las empresas de infom1ación eu­
ropea. y en lugar de~t<tcado, las expe­
riencias de la prensa anglosajona. en las 
cuales rcsaltarfamos la del rolali,·o •<The 
Guardian». en el que se eligió al Redac· 
tor-Jefe, cargo a; imilablc al de Direc· 
tor, que w ntó con el apoyo de la redac­
ción y del sindicaiO mayo¡ ilario de lo; 
si ndicalos brilánicos. · 

En 1 ínca con esta propuesra de cons­
Iilución de instrumentos de parlicipación 
profesional. la Unión Europea lu\'0 oca­
sión de analizar los problemas informa­
ti vos en los estados •niembros en la 
Confere ncia ce lebrada en Milán en 
Marzo del mio 1995. y una de las con­
clu~iones a la~ que ~e llegó en aquella 
ciudad fue que la democracia redac­
cional fuera w1 hecho y se preserve 
In independencia de loo periodistas 
como medida de precaución para d 
mamcnuniento del pluraliomo infonna­
lÍ\'0. 

Los propios profc;ionalcs en sus 
empresas informativas y 1~ Fcdcr.tción 
de Asoci;tciones de la Prensa en F.,pa­
ña, en su represenlación. lendrán la obli­
gación y la responsabilidad de fomen­
lar la democracia interna rcdaccional. 
bien sea promoviendo la elaboración de 
un con vcnio-marco esla!al que obligue 
a su incorporación empresa por empre­
sa, y por otro. en los casos en que ya se 
.cttentr.J'J)Il.J!.''\lal~rr.:lmit:nt:l..r.n.r:lte'itión 

que no sea papel mojado y que se ac· 
tualicen sus contenidos, en el senlido. 
por ejemplo. de la mc lusión de la regu­
lación de la Cláusu la de Conciencia, 
formulada por la Ley Orgánica 2119\!7 
de 19 de Junio. 

La nalllraleza de estos Eslatutos y su 
capacidad como órgano de representa­
ción profesional, f011alece las Redaccio· 
nes de las empresas informativas, cons· 
tiluycndo un instrumenlo de dililogo 
para canalizar los crilerios de Jos perio-

dislas. a IraYés de su Consejo de Rcdac· 
ción, asimismo. su buen funcionamien­
lo ele forma independienle es una base 
fundamental para conseguir un produc­
to mfom1ati1 o digno. y garantizar el re­
conocimiento de los derechos conslitu­
cionales de los profesionales (algunos 
ya de. arrollados por la Ley Orgánica. 
como la cláusula de conciencia, olros 
pcndienlc , como el . cerero profesio­
nal). y la exigencia de los deberes de 
responsabilidad i nherenlc~ a su papel de 
adminisiradores o imennediarios de los 
derechos de libenad e información. 

C. La Cláusula de Conciencia a favor 
riel trahajador de In información: 
Una garantía de ejercicio ideoló­
gico. 

El ejercicio de la libctt:td de concien· 
cia de los profesionales periodísticos tie­
ne su panicular virtualidad en la llama­
da Cláusula de Conciencia. Se !rala, en 
su realidad radical, de defender la liber­
Iad de conciencia de los informadores 
frcnrc a los cambios de orientación de 
un medio de comunicación. 

De pués de diecinueve años de apro­
bación deltexio conslitucional y de los 
imentos fracasados de, al menos cinco 
Proposiciones de Ley de db lintos sig­
nos políiicos. ha sido publicada la Ley 
Orgánica de Cláusula de Conciencia 
(Ley 2/1997, de 19 de Junio. B.O.E. de 
20-6-97) cuyo anáhsi . aunque sea de 
forma a1Jl1111ada vamos a rcalilar scgui­
damcnle.' ' 

.F.~idP.nlP.111P.nli'-"'oll<:llnli'1Jltlt,.rJln.< 
taJar los posibles efecto:> de la Ley. Lo 
que si resulta obvio es que el desarro­
llo de es le derecho fundamenlal mejo­
ra el es!atuto de la profesión periodís· 
tica. Garantiza la independcn~ia a los 
profesionales de .la información en el 
desempeño de su función y establece 
una rela1i1 a amplitud con la que el le­
gislador ha abordado el comemdo legal 
de este derecho. si lo comparamos con 
el contenido recogido en orro~ ordena­
micnlos. como el francés o el ilaliano: 
influenciado quizá por 01ras legislacio-



nes entre cUas la austríaca y por algu­
nos Estatutos de Redacción. 

Frente al contenido trndtcional de 
este derecho. a saber. la posibilidad de 
que el profesional <k la infomtactón re­
suelva unilateral o indemnizadameme su 
contrato cuando el medio en el que tra­
baje modifique ~ustanc ialmentc su 
onemación informativa, o su lfnea ideo­
lógica, supone novedades legales den­
tro del supuesto rescisorio anterior. el 
traslado a otro medio dd grupo empre­
sarial que por su género o línea supon­
ga ruptura de orientJ1ción profesional y. 
sin duda, la que se ccntm en el expreso 
reconocimiento de la facultad del infor­
mador a negarse a participar en la ela­
boración de aquellas informaciones con­
trarias a los pnncipios éticos de la co­
municación. 

El contenido de este trabajo uu per­
mite un análisis sustancial completo de 
la Ley Orgánica, pero pennite felicitar­
se por que resulta un instrumento real 
para fortalecer el derecho a la informa­
ción frente a usos ilegítimos o abu. ivos 
de la orientación ideológica en las cm­
presas informativas. 

No obstante lo anterior. podemos 
avanzar algunos comentarios erít it:o~, en 
lo r¡uc respecta a los ti tulares del dere­
cho. y ello, puesto que, la mención en 
el art. 1 de la Ley Orgánica. ~a los pro­
fesionales de la infonnación» resulta 
ambigua. Esta Ley, en su primitiva re­
dacción, tenía un primer artículo que 
contenía la definición de periodbta y 
que motivó movilizaciones de los estu­
diantes de Ciencias de la Información 
porque aseguraban que instauraba la lla­
mada «tercera vía» de acceso a la pro­
fesión. Una enmienda hábil del repre­
sentante del PNV arregló la cuestión, y 
la Ley solo define este derecho como 
aplicable a los ,<profes ionales de la in­
formación», sin detenninar quiénes son 
e tos «profesionales». La expresión le­
gal es tan amplia que abarca, sin duda. 
a cualquier profesional que tome p<~ rte 

en el proceso informativo. quedando 
excluidos aquellos que tengan una fun­
ción mecánica o de «mantenimiento~ 

dd >opone. Quedando por rcsoh·er la 
cuesuón más compleJa de aquéllos U) a 
actil idad linda entre e labor nciün de la 
noucia y actividad técnica. tal cría el 
ca'O de .fotó•rafn>. reportero~ gráfico~. 
cámarJs de ~ íden, maquetadores. tec­
nicos de sonido, etc. Por todo d io. ha­
br~ que estar al ~:oncrcto an:\lists de l 
comenido informJti'o o no del objeto 
de su prcstaciún. 

No obstante, In aplicac1ón de la Lr) 
por lo; Tribunales. establecería ca:.o par 
ca~o. ; i la per,ona es «prolc:.ional de la 
infom1ación» y goza por tanto del de­
recho a la cl.íusula de conciencia. Dc­
fi nictón de la que adolece: este coleell­
vo profesional, en tanto no e\l~ta el Es 
tatuto de Prensa. que clarificaría e\ te 
a~pcc to apuntado. a í como el de ,cla 
profesionalidad» pdra con~tdcmr litula­
rcs del derecho. wnto a lo> que tengan 
contrato laboral con la c:mprcsa de du­
ración indefinida o temporal. como a lo> 
llamados «colaboradores», bien sean 
gratuitos o aquello; que lo hagan de for­
ma puntual u uc.t>ional. >in un 'ínculo 
jurídico estable que le~ una al medio y 
ya sea mediante relaci<ín jurídica labo­
ral. civil. o mercanti l. ~to~ últimos. a 
pesar de la au~encia del E;tatuto Pro fe 
stonal señalado. deben cntender:>e in­
cluidos como titulares del derecho a la 
cláu~ula de conciencia. otorgándoles la 
facultad de~~~ ejercicio. 

Sobre el contenido ele! derecho. )' en 
punicular ~ubre l>U fo rma uc ejercido, 
la Ley Orgánica. no exprc:.a ni los pla­
zos. ni la junsdicción competente. ni la 
presencia de cauces de mcdtación inter­
nos y previos a la jurisdicción donde 
puedan resolver..e la'> cuel.tioucs. ni tam­
poco la necesidad o no de continuar rea­
liz:mdu la prestación por pmtc del pro­
fesional de la información para poder 
ejercitar la correspondiente demanda. 

Al respecto de esta ultima cuestión 
comentada, contamos con una cxpenen­
cia de desestimación de demanda judi­
cial por cláu. u la de conciencia. en la 
que. habiendo dimitido el periodista de 
su puesto en la publicación del diario 61 
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«Ya>>. invocó la nueva Ley Orgánica, por 
entender que los actuales propietarios 
habían modificado la orientación ideo­
lógica del rotativo, de ·de el humanis­
mo cristiano al «ullradcrechismo>>, qtrc 
el demandante a tri bufa a la linea actual. 
Decimo~ que fue desestilllada (Juzgado 
de lo Social Número 22 de los de Ma­
drid) y denegado su derecho al ejerci­
cio de la cláusula de c.;onciencia, porque 
la presentó una vez que había extingui­
do su relación laboral con la empresa 
editora; cuando para poder ejercitar la 
acción debía haber permanecido en su 
pue~tu . Y. señala el Magistrado que. sólo 
son exc.;epciones para este requisito los 
casos de •<grave atentado a la integri­
dad fí ica del u·abajador, o vejaciones 
de tal cnt ida el contra ~u dignidad perso­
nal que hagao necesaria la inmediata 
ce~ac ión de la actividad laboral». A pe­
sar de ello recoge la propia Sentencia el 
reconocimiento de que la siwación ale­
gada puede dar lugar a una situación 
incómoda y angustiosa, pero subraya 
que en ningún ca~o es comparable a los 
supuestos excepcionales de extrema 
gravedad. que justificarían la mptura 
previa del contrato de trabajo. con ante­
rioridad a que el j uzgador decida ;obre 
la cue~t ión litigio•m. 

Re~uharía interesante conocer otros 
pronun..: iam iento~ de los Tribunales. así 
como la posterior doct rina jurispru­
dencia!. Lo que sf puede adelantarse. 
desde este momento. que la juri. pJUden­
cia social mantiene la doctrina señala­
da en la comentada Scntcucia de dcnwn­
da de cláusula de conciencia y respecto 
a la viabilidad procesal de la acción. 
condicionándola a la subsistencia del 
propio coutrato; pero igualmente. tam­
bién e~ conocida la doctrina en el ~en ti­

do de reconocer que hay situacioue• en 
las cuales resu lta inexigible al trabaja­
dor el mantenimiento pleno del conte­
nido obligacional de la relación hasta 
que recaiga la Scutcucia, para el ca'o 
de con tancia de umt conducta grave del 
empresario. ocasionalmente incluso 

constitutiva de vejación o riesgo cieno 
para la integridad física del accionante. 

En el plano de la buena fe contrac­
tual, al que se refiere el art. 20.2 del 
Estatuto de los Trabajadores, es donde 
se apoyaría la conducta del trabajador 
que abandonase la empresa infonnati­
va, cuando. como en el caso del perio­
dista del Diario Ya, se produce por el 
empresario no una conducta grave, pero 
•í una vulneración del contenido esen­
cial de un derecho fundamental, garan­
tizado y protegido consti tucionalmen­
te: y ello. no solo justilicaría el abando­
no, en muchos y determinados casos. 
fo rtaleciendo con ello el reconocimien­
to eficaz de la libertad ideológica y reli­
giosa. como es el caso, sino que, la per­
manencia en el rotativo, puede «empo­
brecer• el ejercicio libre. independien­
te y rc,pon~able del profesional y tam­
bién ;u libertad intelectual. y con todu 
ello. el contenido del derecho a la in­
formación. al no poder canalizar un pro­
ducto informativo digno. Pues la per­
manencra en aquellas sttuaciones incó­
modas o angustiosas, para su «dignidad>> 
pudieran prolongarse en el tiempo ha~­
ta el diet:1do de la Sentencia. lo que llc­
\'aría a lo~ Tribunales. -en e>ta valom­
ción extensiva del ejercicio efecth•o de 
la cláusula de conciencia-. a ponderar 
la aplicacrón de la doctrina ya conocida 
y comentada de no condicionarlo a la 
exigencia de conti nuar realitando la 
prestación del profesional. 

Por últi mo, la nec~a.tia concertación 

de emprc ¡¡s informati \'as y el colecri\'O 
de periodistas, exi$iblc para la ordena­
ción de la profesión. la expresión de los 
derechos y deberes y la necesaria crea­
ción y rcconoci miento de los Estatutos 
de Redacción y Consejos de Redacción. 
podría cubrir las posibles lagunas o in­
correcciones de la Ley Org{inica comen­
tada, cuya modilicación en el tiempo de 
su aplicación. es también posible. apro­
vechando las experiencias prácticas en 
el ámbito wn1 encional. 


